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I. INTRODUCCIÓN 

El presente informe, encomendado por la Comisión Nacional de Evaluación y Productividad 
(CNEP), tiene por objeto efectuar un análisis de ciertos aspectos que se consideran críticos 
para mejorar la gestión hídrica en Chile, y que involucran elementos jurídicos, institucionales 
y de información.  

En este contexto, en los próximos apartados se abordan los siguientes contenidos: estatuto 
jurídico y actores institucionales involucrados en la gestión hídrica (II), derechos de 
aprovechamiento de aguas (III), brechas para la gestión nacional y local de recursos hídricos 
(IV), y, recomendaciones o propuestas de mejora (V). 

 

II. ESTATUTO JURÍDICO Y ACTORES INSTITUCIONALES QUE INCIDEN EN LA GESTIÓN HÍDRICA 

 1. Marco normativo 

El ordenamiento jurídico de los recursos hídricos en Chile se encuentra integrado por un 
grupo de normas de distinta tipología, jerarquía y diverso contenido. Se conforma así un 
marco complejo y heterogéneo, con una multiplicidad de fuentes y que ha presentado varios 
cambios a lo largo de los años.  

En esencia y como primer antecedente jurídico, debe precisarse que estamos frente a una 
materia de Derecho Administrativo. El objeto central de regulación es un bien nacional de 
uso público (agua en cualquiera de sus estados en fuentes naturales), por lo que existe una 
autoridad administrativa central encargada de administrarlo, para lo cual detenta 
numerosas potestades, un procedimiento concesional para otorgar y obtener derechos de 
aprovechamiento que permiten a los particulares usar un determinado volumen de agua, y 
una serie de otros procedimientos de autorización y de permisos asociados al ejercicio de 
dichos derechos y a otras actuaciones destinadas a la conservación y gestión de los recursos 
hídricos. 

En la actualidad, este marco jurídico se encuentra compuesto, principalmente, por las 
siguientes categorías de normas: 

a) Constitución Política de la República (CPR) 

Es la norma superior de cualquier ordenamiento jurídico, por lo que, desde esa posición, 
irradia y ordena la formación y contenido de las reglas relacionadas al uso, gestión y 
conservación del agua. En términos explícitos, la CPR se refiere al agua en su artículo 19 
N°24, que consagra el derecho de propiedad en sus diversas especies, sobre toda clase de 
bienes corporales o incorporales. En el inciso final del mismo numeral se señala que: “Los 
derechos de los particulares sobre las aguas, reconocidos o constituidos en conformidad a 
la ley, otorgarán a sus titulares la propiedad sobre ellos”. Como puede apreciarse, se habla 
de la propiedad privada de los particulares sobre el derecho de aprovechamiento de aguas 
(no sobre el agua en sí); en otros términos, lo que se garantiza constitucionalmente es el 
dominio o propiedad del título jurídico que habilita a extraer legítimamente un determinado 
volumen de agua desde una fuente natural y usarla en cualquier actividad o destino.   
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La CPR no se refiere (al menos directamente) a la naturaleza jurídica (pública) del agua, ni 
tampoco consagra o reconoce explícita y autónomamente el derecho humano al agua,  que 
está consagrado desde 2022 a nivel legal, en el Código de Aguas (CA).  

b) Normas de rango legal 

Inmediatamente bajo la Constitución, hay varias normas de rango legal que regulan los 
recursos hídricos. Dentro de éstas, el CA es la principal y más importante. Si bien la historia 
de la codificación de aguas en Chile se inicia con el CA de 1951, hubo varias normas previas 
que abordaron distintas aristas de esta materia.  Luego, en año 1969 surge otra versión de 
este CA, producto de la Ley de reforma agraria, surgiendo posteriormente el CA de 1981, 
que se ha modificado en numerosas oportunidades. Sus principales reformas han ocurrido 
durante los años 2005 (Ley N°20.017), 2018 (Ley N°21.064) y 2022 (Ley 21.435), siendo una 
nota común la prolongada tramitación de los proyectos de ley respectivos (13, 6 y 11 años, 
respectivamente).  

El CA de 1981 surge a partir del mandato de una ley previa, el Decreto Ley Nº2.603, de 1979, 
que es muy relevante en lo relativo al reconocimiento de derechos consuetudinarios o 
costumbristas de agua. Antes de 1981 era usual que las personas usaran el agua sin ningún 
título jurídico de concesión, autorización o permiso de autoridad competente, sino solo de 
manera fáctica, costumbrista, de hecho (Rivera, 2013). En ese contexto el Decreto Ley 
N°2.603, además de ordenar la dictación de un nuevo CA (lo que se concretó en 1981), 
reconoce a estos usos costumbristas o fácticos, y les otorgó la categoría de derechos de 
aprovechamiento de aguas. Este reconocimiento legal representa el origen de la mayoría de 
los derechos de aprovechamiento de aguas de nuestro país (Rivera, 2013).  

Asimismo, cabe incluir en este grupo de normas de rango legal a ciertos tratados y convenios 
internacionales que regulan temáticas hídricas, como la Convención Ramsar (aplicable a 
humedales) o la Convención de Washington (aplicable, por ejemplo, a la constitución de 
derechos de aprovechamiento de aguas en parques nacionales). Estos tratados tienen la 
misma jerarquía que una ley, salvo aquellos que aluden a derechos humanos, los cuales son 
asimilados a la de la Constitución.  

Igualmente, cabe mencionar otras normas legales importantes en este ámbito, como la Ley 
orgánica constitucional de bases generales de la Administración del Estado (Ley N°18.575, 
cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado es del año 2001), la Ley de bases de los 
procedimientos administrativos (Ley N°19.880, de 2003), Ley de humedales urbanos (Ley 
N°21.202, de 2020), Ley marco de cambio climático (Ley N°21.455, de 2022), entre muchas 
otras. Las primeras dos leyes mencionadas tienen especial aplicación en la temática en 
análisis, dado el carácter de organismo administrativo de la Dirección General de Aguas 
(DGA), ente rector en esta área.  

c) Normas de rango reglamentario 

Los reglamentos son normas infra legales, que normalmente complementan o desarrollan 
una norma de rango legal. Estas últimas requieren aprobación parlamentaria, a diferencia 
de los reglamentos, que los dicta el presidente de la República (u otra autoridad dotada de 
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potestad reglamentaria), con la colaboración de los Ministerios sectoriales 
correspondientes. 

Al ser el Derecho de Aguas una especialidad del Derecho Administrativo, el reglamento tiene 
un prolífico campo de actuación en este sector. Algunos ejemplos de reglamentos relevantes 
son el que define criterios para fijar el caudal ecológico mínimo (Decreto Supremo (DS) 
N°14, de 2013), el de normas de exploración y explotación de aguas subterráneas (DS N°203, 
de 2014), el de obras hidráulicas mayores (DS N°50, de 2015), el relativo a la elaboración de 
los planes estratégicos de recursos hídricos en cuencas (PERHC) (DS N°58, de 2024), el de 
otorgamiento de derechos de aprovechamiento de aguas no extractivos o in situ (DS N°53, 
de 2025), entre varios otros. 

d) Actos administrativos 

Son dictados por los órganos de la Administración del Estado que tienen incidencia o ejercen 
competencias en materia hídrica. Los más relevantes son los actos administrativos emitidos 
por la DGA (como resoluciones, circulares y manuales), que se publicitan en el propio sitio 
web institucional, sin perjuicio de su publicación en el Diario Oficial)1.  

También cabe encasillar en este apartado a las ordenanzas municipales, que son normas 
generales y obligatorias que dictan las municipalidades para regular todos aquellos aspectos 
que se encuentran dentro de sus atribuciones; si bien estos organismos no tienen asignadas 
funciones directas en materia de aguas, sí tienen algunas residuales y otras que asumen en 
la práctica (por ejemplo, el abastecimiento de agua potable a las personas que no tienen 
acceso a una red pública). Al alero de ordenanzas de medio ambiente o de uso eficiente del 
recurso hídrico, por ejemplo, muchas municipalidades han ido incorporando reglas para 
propiciar usos más responsables del agua en el regadío de áreas verdes de bienes públicos, 
como plazas y parques. A su vez, otras tantas municipalidades han elaborado estrategias 
hídricas locales, como instrumentos de gestión que tienen por objeto planificar e 
implementar acciones para un uso más sostenible del recurso hídrico a escala comunal. 

2. Esquema institucional en materia hídrica 

Una vez presentada de manera simplificada el marco jurídico de las aguas, corresponde 
analizar su administración y gestión, lo que debe ser abordado desde una doble perspectiva: 
desde la Administración pública centralizada, en que actúa la DGA, con importantes y 
variadas potestades, de acuerdo a con lo dispuesto en el CA; y, desde la gestión 
descentralizada o local, donde se dan formas especiales de articulación y colaboración de 
los titulares de derechos de aprovechamiento de aguas: las organizaciones de usuarios de 
aguas (OUAs), reguladas en los artículos 186 y siguientes del CA. 

Esta división alude a potestades y funciones diversas: todo lo relativo a la constitución 
originaria y limitación del ejercicio de derechos de aprovechamiento, al inventario, catastro, 
control y policía y vigilancia del recurso hídrico, es ámbito competencial primordial de la 

 
1 Un listado de ellos puede encontrarse, bajo los acápites “Normativa de Aguas” y “Circulares”, en: 
https://dga.mop.gob.cl/legislacion/ 
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DGA; mientras que la distribución o reparto del agua a los titulares de derechos de 
aprovechamiento corresponde a las OUAs. 

a) Administración pública del agua: DGA 

La DGA es un órgano centralizado de la Administración del Estado, que depende del 
Ministerio de Obras Públicas (MOP), y que detenta numerosas potestades, especialmente 
potenciadas tras la reforma efectuada al CA por la Ley N°21.435, de 2022. Dentro de estas 
potestades cabe mencionar, sistemáticamente, las siguientes:  

 i) En lo relativo a información y planificación 

1° Investigar, medir y monitorear el recurso hídrico, lo cual incluye la mantención y 
operación del servicio hidrométrico nacional y de red de estaciones de control de cantidad, 
calidad y niveles (art. 129 bis 3 CA); encargo de estudios y obras de medición e investigación; 
coordinación de programas de investigación e inversión; declaración de alerta de amenaza 
relacionada al recurso hídrico; revisión de medidas que limitan el uso del agua, como 
declaraciones de agotamiento, área de restricción, zona de prohibición o reducción 
temporal del ejercicio de derechos de aprovechamiento (art. 299 b) CA); exigencia de 
instalación y mantención de sistemas de medición de caudales, volúmenes y niveles, y de 
sistemas de transmisión de información obtenida (arts. 68 y 307 bis CA), entre otras. 

2° Llevar el Catastro Público de Aguas (CPA), en el que debe constar toda la información que 
tenga relación con las aguas; es decir, es el principal registro público administrativo 
vinculado a los recursos hídricos. En particular, uno de los registros del CPA es el Registro 
Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas, el que se debe completar, entre otras 
fuentes, con los antecedentes que proporcionen los propios titulares de derechos de 
aprovechamiento (quienes tienen la obligación de catastrar sus derechos), las OUAs (las que 
deben enviar al final de cada año su registro de comuneros o miembros actualizado),  y los 
Conservadores de Bienes Raíces (CBR), quienes tienen a su cargo un Registro de Aguas y 
Registros de Hipotecas y Gravámenes y Prohibiciones de Enajenar relativas a las aguas (arts. 
112 y siguientes CA). 

Al respecto, se configura la obligación de los CBR de enviar a la DGA, dentro de los 30 días 
siguientes a la fecha del acto respectivo, la información derivada de las referidas 
inscripciones, contemplándose sanciones de amonestación, censura, suspensión o 
exoneración del cargo por el incumplimiento de este deber, según la gravedad del hecho 
(arts. 122 CA y 440 Código Orgánico de Tribunales). Asimismo, para el caso de las 
regularizaciones de los derechos no inscritos o de la inscripción de aquellos derechos 
constituidos, pero no inscritos, se especifica el deber de los CBR de remitir a la DGA las 
inscripciones realizadas, acompañando copia del certificado de dominio vigente y de la 
inscripción en el respectivo Registro, de manera que la DGA pueda incorporarlo al CPA (art. 
segundo transitorio Ley N°21.435).  

3° Planificar el desarrollo del recurso hídrico en fuentes naturales. Sobre ello, debe 
consignarse que no existe un plan hídrico nacional como instrumento normativo, pero en 
2022 se incorporó la obligación de generar planes estratégicos de recursos hídricos en 
cuencas (arts. 293 bis y 299 a) CA). 
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 ii) En lo relativo a asignación originaria, ajuste y ejercicio de derechos de 
aprovechamiento de aguas 

1° Constituir los derechos de aprovechamiento de aguas. Esto es, asignar y dar vida jurídica 
a dichos derechos, los cuales deben inscribirse en el Registro de Propiedad de Aguas del CBR 
y en el CPA (arts. 6, 20, 22, 57, 60, 114,  122, 140 y siguientes CA). 

2° Perfeccionar títulos de derechos de aprovechamiento de aguas. El perfeccionamiento 
aplica a aquellos derechos cuyos títulos no tengan definidas sus características esenciales, 
lo cual, a partir de 20222, es un procedimiento tramitado ante la DGA (art.170 bis CA). 

3° Regularizar derechos de aprovechamiento no inscritos, preexistentes a la entrada en vigor 
del CA de 1981 (art. 2 transitorio CA), y, determinar y disponer la inscripción de aquellos 
provenientes de predios expropiados por aplicación de normas vinculadas a la reforma 
agraria (art. 5 transitorio CA). 

A diferencia de la constitución o asignación originaria, a través de la regularización no se 
crean nuevos derechos, sino que se formalizan derechos preexistentes, dotándolos de un 
título material, que debe inscribirse y catastrarse. 

4° Autorizar modificaciones en el ejercicio de derechos de aprovechamiento de aguas, como 
traslados de ejercicio, cambios de punto de captación o de fuente de abastecimiento (art. 
158 y siguientes CA); construcción o modificación de ciertas obras hidráulicas (arts. 41, 151 
y siguientes, 171 y siguientes, 294 y siguientes, 307 ter CA); obras de recarga artificial de 
aguas (arts. 66 bis a 66 quáter CA), entre otras. 

5° Determinar anualmente los derechos de aprovechamiento sujetos al pago de patente por 
no uso de aguas (arts. 129 bis 8 y siguientes CA). 

6° Determinar la extinción total o parcial de derechos de aprovechamiento por no uso de 
las aguas (arts. 6 bis y 134 CA). 

7° Limitar, reducir temporalmente o suspender el ejercicio de derechos de aprovechamiento 
de aguas (arts. 6, 17, 56 bis, 62 CA). 

 iii) En lo relativo a protección de fuentes hídricas y gestión de sequías 

1° Constituir reservas de aguas para funciones de subsistencia y preservación ecosistémica 
(art. 5 ter CA). 

2° Dictar, modificar, revisar y dejar sin efecto declaraciones de áreas de restricción y zonas 
de prohibición de aguas subterráneas (arts. 63 a 66 y 67 CA). 

3° Declarar el agotamiento de fuentes hídricas naturales superficiales (art. 282 CA). 

4° Establecer y gestionar medidas de preservación ambiental en materia hídrica, como el 
caudal ecológico mínimo (art. 129 bis 1 CA), el otorgamiento de derechos in situ o no 
extractivos (art. 129 bis 1 A CA), entre otras. 

 
2 Con antelación era un procedimiento judicial, que se iniciaba ante el juzgado de letras competente, según 
las reglas del juicio sumario. 
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iv) En lo relativo a gestión de sequías 

Definir los criterios para calificar una sequía como severa y gestionar las declaraciones de 
zonas de escasez hídrica por severa sequía (arts. 314 y 315 CA). 

 v) En lo relativo a policía y vigilancia 

1° Ejercer la policía y vigilancia de las aguas en los cauces naturales de uso público y 
acuíferos, lo que considera el impedimento, denuncia o sanción de afectaciones a la 
cantidad y calidad de tales aguas; impedimento de construcción, modificación o destrucción 
de obras sin la autorización previa y debida (art. 299 c) CA); y la fiscalización, aplicación de 
medidas de restablecimiento y sanciones ante infracciones a la normativa del CA (arts. 55 
ter, 129 bis 2, 172 bis y siguientes, 299 ter, 303 y siguientes CA). 

2° Impedir que se extraigan aguas sin título o en mayor cantidad que la que corresponde de 
fuentes naturales (art. 299 d) CA). 

3° Supervigilar el funcionamiento de las organizaciones de usuarios de aguas y otorgarles 
asesoría técnica y jurídica (arts. 283 y siguientes, 299 e) CA). 

 vi) Implementación práctica de potestades de la DGA 

Para conocer cómo se materializan en la práctica estas potestades, los balances de gestión 
integral de la DGA ofrecen una panorámica resumida de los principales aspectos. Revisando 
los asociados a los años 2023 y 2024, que no son coincidentes en cuanto a formato y 
contenido, algunos puntos que pueden destacarse del accionar de la DGA durante tales años 
son los siguientes (DGA, 2024, 2025): 

1° En materia de información y planificación 

 -En 2023 se ingresaron 55.106 solicitudes de registro de derechos de 
aprovechamiento en el CPA, reportándose la emisión de más de 10.000 certificados de 
registro de derechos y 1.418 certificados de vigencia de OUAs.  

-En 2024 se ingresaron 13.763 solicitudes de información ciudadana. 

-En 2023 se elaboró el reglamento de los PERHC3 y se conformaron grupos 
promotores en siete cuencas, lo que se considera en el citado balance como la base de las 
Mesas estratégicas de recursos hídricos (MERH). En 2024 se ejecutaron estudios sobre 
cuencas priorizadas en ocho regiones, y se conformaron 10 MERH. 

2° En materia de asignación originaria, ajuste y ejercicio de derechos de aprovechamiento 
de aguas 

-Se resolvió un total de 6.043 expedientes administrativos en 2023 (aumento del 70% 
en comparación al período 2022) y 8.688 en 2024 (incremente del 14% respecto a 2023). 

-En 2023 se determinó un total de 5.763 derechos afectos a patente por no uso de 
aguas, lo que corresponde a un monto de 3.226.984 unidades tributarias mensuales (UTM). 

 
3 Cabe precisar que este reglamento se concretizó en el DS N°58, publicado en el Diario Oficial en enero de 

2024. 
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Sin embargo, el monto efectivamente recaudado fue bastante inferior (482.318 UTM). En 
2024 se reporta una recaudación de 150.000 millones aproximadamente. Aunque en estos 
informes no se especifica la causa de la baja recaudación en comparación al monto afecto a 
la patente, una de las razones centrales puede derivar de las deficiencias en la elaboración 
del listado de derechos afectos a patente por no uso, en especial en lo referente a los datos 
de la inscripción conservatoria, dada la falta de articulación o sincronía entre el CPA y el CBR, 
según se señala en el apartado VI (brechas) de este informe. 

3° En materia de protección de fuentes hídricas  

-Se emitieron 14 nuevas declaraciones de zonas de prohibición para la explotación 
de aguas subterráneas en 2023 y 25 en 2024. A su vez, en 2024 se dictaron 10 áreas de 
restricción. 

-En 2023 se ingresaron a Contraloría declaraciones de reserva de caudales en ríos 
estratégicos (Puelo y Futaleufú) y siete reservas de caudales para abastecimiento de la 
población. 

4° En materia de gestión de sequías 

 -En 2023, en Valparaíso se efectuaron tareas de redistribución de aguas durante la 
vigencia de un decreto de zona de escasez hídrica. 

 -En 2023, en Coquimbo se pidieron, revisaron y observaron los acuerdos de 
redistribución de las cuencas de Elqui, Limarí y Choapa. 

5° En materia de policía y vigilancia 

 -Se resolvieron 1.993 expedientes sancionatorios en 2023 (aumento del 40% en 
comparación al año 2022). En ese marco, se aplicaron 756 multas, siendo las infracciones 
más recurrentes las siguientes: incumplimiento de monitoreo de extracciones efectivas, 
obras no autorizadas en cauces y extracción no autorizada de aguas. 

 -Por su parte, en 2024 se efectuaron 2.256 fiscalizaciones (incremento del 12% en 
comparación a 2023), con 928 multas aplicadas. 

 b) Gestión descentralizada del agua: OUAs 

Las OUAs pueden ser definidas como aquellas entidades de naturaleza privada, sin fines de 
lucro, con personalidad jurídica, cuyo objeto consiste, fundamentalmente, en administrar 
las fuentes o cauces de aguas sobre los cuales ejercen competencia, y/o las obras a través 
de las cuales son captadas, almacenadas y/o conducidas tales aguas; distribuir y, 
excepcionalmente, redistribuir las aguas entre sus miembros, en virtud de las características 
de sus títulos y de la disponibilidad de la fuente hídrica correspondiente en cada momento; 
y resolver determinados conflictos entre sus miembros, o entre ellos y la propia 
organización. 

La norma basal de estas entidades es el art. 186 del CA, que dispone que: “Si dos o más 
personas tienen derechos de aprovechamiento en las aguas de un mismo canal, embalse, o 
aprovechan las aguas de un mismo acuífero, podrán reglamentar la comunidad que existe 
como consecuencia de este hecho, constituirse en asociación de canalistas o en cualquier 
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tipo de sociedad, con el objeto de tomar las aguas del caudal matriz, repartirlas entre los 
titulares de derechos, construir, explotar, conservar y mejorar las obras de captación, 
acueductos y otras que sean necesarias para su aprovechamiento. En el caso de cauces 
naturales podrán organizarse como junta de vigilancia.” 

Genéricamente, se enmarcan en esta categoría las juntas de vigilancia, asociaciones de 
canalistas, comunidades de aguas (superficiales y subterráneas) y las comunidades de obras 
de drenaje. Sin perjuicio de las semejanzas entre ellas, existen también diferencias que 
deben considerarse, según se explica seguidamente: 

i) Juntas de vigilancia 

Son organizaciones conformadas por particulares, esto es, por todos los titulares de 
derechos de aprovechamiento que, de cualquier forma, aprovechan aguas superficiales o 
subterráneas de una misma cuenca u hoya hidrográfica. 

Pese a su carácter de organización privada, las juntas de vigilancia, en tanto administradoras 
de todas las aguas de una fuente natural, ejercen potestades públicas. Ahora bien, tienen 
poco margen para que sus miembros puedan acordar las normas que estimen pertinentes, 
pues el CA configura con bastante especificación el contenido de sus estatutos, no 
existiendo mayor flexibilidad o espacio para ajustes en su determinación.  

Las juntas de vigilancia administran y distribuyen, por regla general (salvo el caso de fuentes 
seccionadas o sectorizadas, con administraciones separadas o independientes), todas las 
aguas de una fuente natural, como un río, de cordillera a mar.  

ii) Comunidades de aguas y asociaciones de canalistas 

La principal diferencia entre las juntas de vigilancia y las comunidades de aguas y 
asociaciones de canalistas radica en el deber/atribución de las primeras (juntas de vigilancia) 
de gestionar todas las aguas de una cuenca, mientras que en las restantes hipótesis la 
función central consiste en velar por los intereses de los miembros que conforman dichas 
organizaciones, que surgen a partir de la existencia de una obra hidráulica artificial (canal, 
bocatoma, etc.) de propiedad y aprovechamiento común.  

Las OUAs se pueden conformar a través de dos vías o modalidades:  

1° Voluntariamente,  en virtud de escritura pública suscrita ante Notario Público por todos 
(comunidades de aguas, comunidades de obras de drenaje y asociaciones de canalistas) o 
la mayoría absoluta (juntas de vigilancia) de titulares de derechos de aprovechamiento de 
aguas correspondientes; o,  

2° Judicialmente, en un procedimiento tramitado en primera instancia ante el juzgado de 
letras pertinente, en conformidad a las reglas que establece el CA para cada caso.  

La vía judicial es la más utilizada, lo cual responde a la dificultad de obtener el acuerdo de 
todos o la mayoría absoluta de los miembros y que ellos concurran a suscribir una escritura 
pública (LAT, 2021).  

Cualquiera sea el medio de conformación, se genera una escritura pública que debe 
registrarse ante la DGA, actuación con la cual se entienden “organizadas” (art. 196 CA). 
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 iii) El caso de las comunidades de aguas subterráneas 

Una particularidad de las aguas subterráneas es que su captación y extracción se produce 
usualmente a través de obras (pozos, norias) construidas y operadas de manera individual 
por cada titular de derechos de aprovechamiento, normalmente en predios privados. Pese 
al carácter individual del aprovechamiento de las aguas subterráneas, este no se mantiene 
al margen de las directrices fundamentales del Derecho de Aguas en lo relativo a la 
actuación de las OUAs.  

El sistema normativo propicia el ejercicio colectivo de los derechos de aprovechamiento, lo 
que se asocia a los fines de manejo y gestión integrada de un recurso limitado. Y las aguas 
subterráneas no escapan a esta premisa, promoviéndose, también, su administración y 
gestión por órganos colectivos, a través de dos figuras: las comunidades de aguas 
subterráneas, y la incorporación de tales comunidades (o de los derechos individuales de 
aguas subterráneas, en su caso) en las juntas de vigilancia.  

A diferencia de las otras OUAs, en el caso de las comunidades de aguas subterráneas se 
contempla una hipótesis en que es la propia ley la que las tiene por constituidas 
(conformación automática u obligatoria). En efecto, los arts. 63 y 65 del CA y 39 del 
Reglamento de aguas subterráneas (DS N°203, de 2014) contemplan el surgimiento, por el 
sólo ministerio de la ley, de comunidades de aguas subterráneas cuando se declare zona de 
prohibición o área de restricción en un acuífero o sector hidrogeológico de aprovechamiento 
común (SHAC). Ante estas declaraciones, existe el deber legal de organizar las comunidades 
de aguas subterráneas correspondientes, lo que es explicitado en las resoluciones de la DGA 
que decretan zonas de prohibición o áreas de restricción indican. A partir de la reforma al 
CA efectuada por la Ley N°21.435, de 2022, el plazo para organizar la comunidad es de un 
año contado desde la declaración respectiva (arts.63 y 65 CA). Ahora bien, para el caso de 
áreas de restricción o zonas de prohibición preexistentes a la Ley N°21.435, el plazo es de 
tres años desde la publicación de dicha norma, es decir, venció el 6 de abril de 2025 (artículo 
décimo segundo transitorio Ley N°21.435). 

Si no se cumple oportunamente esta obligación, la DGA no podrá autorizar cambios de 
punto de captación respecto de las personas que no se hayan hecho parte del proceso de 
organización de la comunidad (arts. 63 y 65 CA y décimo segundo transitorio Ley N°21.435)4. 

A su vez, desde el año 2005, hay disposiciones del CA que establecen, de modo vago o 
impreciso, pero expreso, que las aguas subterráneas de una cuenca son parte del ámbito 
competencial de las juntas de vigilancia. Sin embargo, el Reglamento de aguas subterráneas 
no contiene ninguna mención a las juntas de vigilancia, enfocándose sólo en las 
comunidades de aguas subterráneas. 

En la práctica, las OUAs están operando de manera muy limitada en materia de aguas 
subterráneas. En efecto: 

 
4 Una sistematización del estado de avance en el cumplimiento de esta obligación de conformación de 
comunidades de aguas subterráneas puede verse en: https://ouaguas.cl/ 
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1° Muy pocas comunidades de aguas subterráneas se han organizado y funcionan como 
tales. Según datos emanados del sitio web de la DGA, a diciembre de 2024, 15 comunidades 
de aguas subterráneas estaban registradas ante este organismo, las cuales se localizan en 
las regiones de Atacama (2), Valparaíso (12) y Metropolitana (1)5. Es un número 
notoriamente bajo, especialmente si lo contrastamos con la cantidad de declaraciones de 
áreas de restricción y zonas de prohibición vigentes, en que la conformación de 
comunidades de aguas subterráneas es obligatoria y automática. De acuerdo con la 
información también disponible en el sitio web de la DGA, a diciembre de 2025 hay 120 
SHAC declarados como áreas de restricción y, a septiembre de 2025, 144 como zonas de 
prohibición en el país6. Debe señalarse que hay otras comunidades que han sido legalmente 
conformadas, pero que se encuentran tramitando su registro ante la DGA, proceso que se 
ha complejizado y tiene normalmente asociados extensos plazos de duración. 

2° En los estatutos de algunas juntas de vigilancia es posible encontrar la afirmación genérica 
de que forman parte de ellas todos los titulares de derechos de aguas superficiales y 
subterráneas de la cuenca. Usualmente, ello no pasa de ser una declaración, meramente 
nominal, pues las aguas subterráneas siguen estando fuera de la actividad operativa de 
estos entes, pues no hay mecanismos que efectivamente operativicen su inclusión en las 
juntas de vigilancia, y que definan, por ejemplo, cómo deben participar en las votaciones, 
cómo deben concurrir al pago de cuotas, entre otros aspectos. 

Por lo tanto, habiendo transcurrido veinte años desde la incorporación explícita de las aguas 
subterráneas al título o apartado de las organizaciones de usuarios en el CA (Ley Nº20.017, 
de 2005, que modificó el CA), puede sostenerse que tales prescripciones han fracasado en 
su materialización práctica. Las aguas subterráneas siguen siendo usadas y gestionadas, 
mayoritariamente, de manera individual y aislada por cada titular de derecho de 
aprovechamiento, sin estrategias de manejo conjunto con las aguas superficiales. Esto 
afecta negativamente la implementación de medidas de aprovechamiento sustentable de 
este recurso, lo que hace previsible un importante nivel de competencia y conflictividad en 
este sector. 

Ante esta constatación cabe recordar que la DGA tiene la potestad de participar y 
comprometer recursos en la organización de comunidades de aguas, desde el inicio del 
proceso judicial hasta su registro en el CPA (art. 188 CA). A su vez, tiene encomendada la 
atribución de supervigilancia de las OUAs y de otorgarles asesoría técnica y legal para su 
constitución y operación (art. 299 e) CA). Esto se ha materializado, por ejemplo, en 
programas de acompañamiento de OUAS, como ha ocurrido con comunidades de aguas 
subterráneas en Petorca, Choapa y Aculeo7; y en el desarrollo de programas de apoyo 

 
5 Información disponible en: https://dga.mop.gob.cl/servicios-de-informacion/catastro-publico-de-
aguas/registro-publico-de-organizaciones-de-usuarios/ 
6 Información disponible en:  
https://snia.mop.gob.cl/observatorio/ 
https://dga.mop.gob.cl/derechos-de-agua/proteccion-de-las-fuentes/areas-de-restriccion/ 
https://dga.mop.gob.cl/derechos-de-agua/proteccion-de-las-fuentes/zonas-de-prohibicion/ 
7 Antecedentes disponibles en: https://dga.mop.gob.cl/dga-avanza-en-la-ejecucion-del-programa-de-
acompanamiento-de-organizaciones-de-usuarios/; https://dga.mop.gob.cl/comunidad-de-aguas-

https://snia.mop.gob.cl/observatorio/
https://dga.mop.gob.cl/dga-avanza-en-la-ejecucion-del-programa-de-acompanamiento-de-organizaciones-de-usuarios/
https://dga.mop.gob.cl/dga-avanza-en-la-ejecucion-del-programa-de-acompanamiento-de-organizaciones-de-usuarios/
https://dga.mop.gob.cl/comunidad-de-aguas-subterraneas-sector-hidrogeologico-de-aprovechamiento-comun-laguna-de-aculeo-afina-su-manual-operativo-y-ejes-prioritarios-de-gestion/
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conjuntos entre gobiernos regionales, la Comisión Nacional de Riego (CNR) y la DGA, como 
el que tuvo por beneficiarias a las comunidades de aguas subterráneas de los SHAC 1, 2, 3 y 
4 de Copiapó8. 

iv) Atribuciones y obligaciones de las OUAs en materia de información 

Todas las OUAs deben llevar un Registro de comuneros o accionistas, en que se debe dejar 
constancia de los derechos de aprovechamiento de aguas de cada miembro, el número de 
acciones y las mutaciones de dominio que se produzcan; estas últimas se pueden inscribir 
sólo una vez realizadas las inscripciones en el Registro de Aguas del CBR (art. 205 CA). 

Este Registro de comuneros o accionistas no es únicamente para uso interno de la respectiva 
OUA, sino que existe el deber legal de enviar anualmente su actualización a la DGA. Así, 
antes del 31 de diciembre de cada año, las OUAs deben remitir este Registro actualizado, 
particularmente en cuanto a los cambios de dominio de los derechos de aprovechamiento 
y la incorporación de nuevos derechos. El incumplimiento de esta obligación tiene dos tipos 
de sanciones: multa aplicada por la DGA en virtud de los arts. 173 y siguientes del CA, y no 
recepción de solicitudes relativas a registros de modificaciones estatutarias o, en general, 
de derechos de aprovechamiento de aguas de las organizaciones que no hay cumplido tal 
deber (art. 122 bis CA). 

Este Registro de comuneros o accionistas es el que debiera ofrecer la panorámica e 
inventario más real y actualizado de quienes son titulares de derechos de aprovechamiento 
de aguas en una fuente dada y que forman parte de cada OUA, pues en éste figuran todos 
los que reciben agua amparados en un derecho de aprovechamiento, independientemente 
de si dicho derecho está o no inscrito en el CBR o registrado en el CPA. Por lo tanto, es la 
mejor y más completa base para construir el listado de titulares y derechos de 
aprovechamiento de aguas en el país; comparando dicho tal Registro con el Registro de 
Propiedad de Aguas del CBR se obtendría el listado de quienes no tienen derechos inscritos 
en el CBR, y con el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas de la DGA, 
de aquellos derechos que no están incluidos en el CPA. 

Respecto al grado de cumplimiento de esta obligación de las OUAs, en reunión sostenida 
con el Departamento de Organizaciones de Usuarios de la DGA, se señaló que las 
actualizaciones del Registro de comuneros o accionistas normalmente son enviados por las 
OUAs, pero con calidades o formatos dispares. A su vez, no está claro qué atribuciones tiene 
o no la DGA a este respecto, existiendo además algunas restricciones informáticas de la DGA 
para el cumplimiento óptimo de este deber9. 

 
subterraneas-sector-hidrogeologico-de-aprovechamiento-comun-laguna-de-aculeo-afina-su-manual-
operativo-y-ejes-prioritarios-de-gestion/; https://dga.mop.gob.cl/futuros-integrantes-de-las-comunidades-
de-aguas-subterraneas-de-la-provincia-de-choapa-valoran-la-iniciativa-impulsada-por-la-direccion-general-
de-aguas-del-mop/; https://dga.mop.gob.cl/exitoso-cierre-del-programa-de-acompanamiento-de-
organizaciones-de-usuarios-de-la-direccion-general-de-aguas/; https://dga.mop.gob.cl/direccion-general-de-
aguas-del-mop-lanza-programa-de-acompanamiento-de-organizaciones-de-usuarios-de-agua/ 
8 https://goreatacama.gob.cl/2023/07/26/gobierno-regional-atacama-y-cnr-lanzan-programa-de-apoyo-a-
comunidades-de-aguas-subterraneas/ 
9 Reunión realizada el 22 de septiembre de 2025, en dependencias de la DGA. 

https://dga.mop.gob.cl/comunidad-de-aguas-subterraneas-sector-hidrogeologico-de-aprovechamiento-comun-laguna-de-aculeo-afina-su-manual-operativo-y-ejes-prioritarios-de-gestion/
https://dga.mop.gob.cl/comunidad-de-aguas-subterraneas-sector-hidrogeologico-de-aprovechamiento-comun-laguna-de-aculeo-afina-su-manual-operativo-y-ejes-prioritarios-de-gestion/
https://dga.mop.gob.cl/futuros-integrantes-de-las-comunidades-de-aguas-subterraneas-de-la-provincia-de-choapa-valoran-la-iniciativa-impulsada-por-la-direccion-general-de-aguas-del-mop/
https://dga.mop.gob.cl/futuros-integrantes-de-las-comunidades-de-aguas-subterraneas-de-la-provincia-de-choapa-valoran-la-iniciativa-impulsada-por-la-direccion-general-de-aguas-del-mop/
https://dga.mop.gob.cl/futuros-integrantes-de-las-comunidades-de-aguas-subterraneas-de-la-provincia-de-choapa-valoran-la-iniciativa-impulsada-por-la-direccion-general-de-aguas-del-mop/
https://dga.mop.gob.cl/exitoso-cierre-del-programa-de-acompanamiento-de-organizaciones-de-usuarios-de-la-direccion-general-de-aguas/
https://dga.mop.gob.cl/exitoso-cierre-del-programa-de-acompanamiento-de-organizaciones-de-usuarios-de-la-direccion-general-de-aguas/
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En términos más concretos, de acuerdo con información disponible en el sitio web de la 
DGA, el año 2024 sólo un 23% de las OUAs registradas cumplió este deber de información; 
en el caso de las juntas de vigilancia el nivel de cumplimiento es de un 81%, en las 
comunidades de aguas subterráneas es de un 60% y en las comunidades de aguas 
superficiales de un 20%10. 

Asociado a este tema, cabe consignar que hay muchas OUAs cuyos miembros tiene una 
importante proporción de derechos de aprovechamiento no regularizados (es decir, sin 
inscripción), alcanzando incluso el 90% en ciertas organizaciones (LAT, 2021). Esto genera 
una brecha de información relevante, pues tales derechos no se pueden incorporar en el 
Registro Público de Derechos de Aprovechamiento del CPA (LAT, 2021).  

v) OUAs en la práctica 

El “Diagnóstico Nacional de Organizaciones de Usuarios” de la DGA (2018), que se cita en 
documentos presupuestarios del Ministerio de Hacienda11, estimó un total de 4.182 OUAs 
en el país, incluyendo a juntas de vigilancia, asociaciones de canalistas y comunidades de 
aguas constituidas, en constitución y de hecho. En particular, identifica 3.750 comunidades 
de aguas, 328 asociaciones de canalistas, 82 juntas de vigilancia y 22 comunidades de aguas 
subterráneas. De ese total, se señala que 3.531 están registradas ante la DGA (3.260 
comunidades de aguas, 208 asociaciones de canalistas, 48 juntas de vigilancia y 15 
comunidades de aguas subterráneas), mientras que 651 (490 comunidades de aguas, 120 
asociaciones de canalistas, 33 juntas de vigilancia y 7 comunidades de aguas subterráneas) 
serían organizaciones de hecho. Ahora bien, el mismo informe precisa que la cantidad de 
comunidad de aguas de hecho es indeterminada, debido a los múltiples canales y sistemas 
potencialmente organizables que no han sido detectados formalmente (LAT, Universidad de 
Chile, 2018). El mismo grado de incerteza sobre las OUAs de hecho se ha planteado en otros 
estudios, afirmándose de todos modos que se trataría de un “gran número” (MOP, 2013; 
LAT, 2021). 

En cuanto a la situación de los derechos de aprovechamiento de los miembros de las OUAs 
de hecho, hay estudios que señalan o presumen la existencia de una alta correlación entre 
la pertenencia a una organización de hecho y el no tener derechos registrados o inscritos 
(River Consultores, 2013; LAT, Universidad de Chile, 2018; INDAP, 2023). Y es que una de las 
causales que genera que tales entidades sean de hecho y no legalmente constituidas es, 
precisamente, la falta de formalización o ajuste a las exigencias de la normativa vigente de 
los títulos de los derechos de aprovechamiento de sus miembros (LAT, Universidad de Chile, 
2018). 

Cifras más actualizadas pueden encontrarse en el sitio web de la DGA. Según esta fuente, a 
diciembre de 2024 estaban registradas en la DGA: 

 
10 Columna de opinión del director general de Aguas del MOP, Rodrigo Sanhueza. Disponible en: 
https://dga.mop.gob.cl/organizaciones-de-usuarios-la-importancia-de-informar/ 
11 Por ejemplo, ver: https://www.dipres.gob.cl/597/articles-244216_doc_pdf1.pdf 
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1° 60 juntas de vigilancia, que abarcan casos de las regiones de Arica y Parinacota, Atacama, 
Coquimbo, Valparaíso, Metropolitana, O´Higgins, Maule, Biobío, Ñuble y La Araucanía12. La 
mayoría de estas entidades se concentra en la zona norte y centro del país, con menor 
presencia en las zonas sur y austral. 

2° 234 asociaciones de canalistas y 3.325 comunidades de aguas13, mostrando la mayor 
masividad de la figura de comunidades de aguas en la gestión colectiva de aguas 
superficiales. 

3° Como ya se sostuvo previamente, 15 comunidades de aguas subterráneas. 

A su vez, en cuanto a la predominancia de los distintos tipos de OUAs en las diferentes 
regiones, puede considerarse la información de la Figura 1: 

Figura 1: Tipos de OUAs con mayor presencia regional 

 

Fuente: LAT, Universidad de Chile (2021). 

Las regiones con mayor presencia de OUAs son Coquimbo (729), Biobío (720) y Maule (714), 
mientras que Valparaíso y Atacama reúnen a la mayor cantidad de comunidades de aguas 
subterráneas; por su parte, las regiones de Aysén y Magallanes son las que tienen menos 
OUAs (LAT, Universidad de Chile, 2021). 

  

 

 
12 Información disponible en: https://dga.mop.gob.cl/servicios-de-informacion/catastro-publico-de-
aguas/registro-publico-de-organizaciones-de-usuarios/ 
13 Información disponible en: https://dga.mop.gob.cl/servicios-de-informacion/catastro-publico-de-
aguas/registro-publico-de-organizaciones-de-usuarios/ 
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III. DERECHOS DE APROVECHAMIENTO DE AGUAS 

 1. Marco jurídico conceptual  

La calidad de bien nacional de uso público de las aguas deriva de una regla decimonónica: 
el art. 595 del Código Civil, la que fue reiterada por el CA (art. 5), siguiendo una tendencia 
generalizada en Derecho comparado. Un bien nacional de uso público, de acuerdo con el 
Código Civil, es aquel cuyo dominio pertenece a la nación toda (art. 589); en otros términos, 
el dominio y uso de las aguas pertenece a todos los habitantes de la nación (art. 5 CA). 

Las aguas disponibles en sus fuentes naturales (ríos, lagos acuíferos) han sido declaradas 
bienes nacionales de uso públicos por la ley no para circular sobre ellas (como ocurre con la 
mayoría de los restantes bienes públicos, como calles, plazas, puentes, etc.), sino para 
ordenar la extracción de volúmenes que los particulares destinan a usos agrícolas, 
sanitarios, industriales, energéticos, mineros, etc. De esa naturaleza jurídica pública derivan, 
principalmente, las siguientes implicancias:  

a) Administración pública. En primer lugar, la administración de este bien público se 
encomienda a un órgano administrativo centralizado: la DGA; y,  

b) Concesión. En segundo término, se consagra la concesión como la vía a través de la cual 
los particulares interesados en usar privativamente una determinada cantidad de aguas 
deberán solicitar el otorgamiento de un título jurídico. Así surge el denominado “derecho 
de aprovechamiento de aguas”, constituido originariamente por la autoridad competente 
(DGA) en un procedimiento expresamente reglado en el CA. El acto terminal de dicho 
procedimiento se exterioriza en una resolución que debe reducirse a escritura pública, 
inscribirse en el Registro de Propiedad Aguas del CBR correspondiente, y anotarse o 
registrarse en el CPA. No obstante esta regla, en la práctica se dan circunstancias paralelas y 
distintas: 

i) Inexistencia de concesión. Muchos derechos de aprovechamiento de aguas tienen un 
origen diverso al concesional. Ellos han nacido consuetudinariamente a partir de situaciones 
de hecho que, con el transcurso del tiempo, son entendidas como un auténtico derecho, 
tanto por los propios usuarios, como por el grupo social al que pertenecen (Rivera, 2013). 
Ello es de ordinaria ocurrencia en nuestro sistema, especialmente en el mundo de la 
pequeña agricultura14, que representa el sector de mayor utilización de aguas en el país, y 
de las comunidades indígenas. Allí es común que el agua se utilice en base a usos 
consuetudinarios y desprovistos de toda formalidad (Rivera, 2013).  

ii) Falta de inscripción y registro de derechos de aguas. Mientras permanecen en la 
informalidad, los referidos usos consuetudinarios de aguas no están inscritos ni catastrados 
en registro alguno. Y ello define una de las particularidades del sistema jurídico de aguas 
chileno: el número de derechos de aprovechamiento inscritos y catastrados es 
notoriamente inferior a las extracciones, captaciones y utilizaciones del recurso hídrico que 
efectivamente se realizan (Banco Mundial, 2011; Rivera, 2013). No hay cifras oficiales y 

 
14 A este respecto, conviene precisar que el CA de 1981 era literalmente un “Código de Riego”, toda vez que 
la mayor parte de sus disposiciones, figuras e instituciones se estructuraron en base a esta actividad particular, 
lo cual hizo que, en varios aspectos, fuese un cuerpo normativo limitado.  
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totalmente certeras respecto a la proporción de estos derechos (Rivera, 2013). Sin embargo, 
se ha sostenido que, a la fecha de entrada en vigor del CA de 1981, un porcentaje cercano 
al 70% de los usos de aguas eran consuetudinarios, careciendo de títulos inscritos (Vergara, 
1996; Hoschild, 2000). En el mismo sentido se ha sostenido que una alta proporción de 
derechos no están inscritos en los CBR (Boettiger, 2012). 

Además, existen derechos constituidos por la DGA (o la autoridad administrativa que ejercía 
sus funciones antes de su creación, en 1969), que, no obstante haber nacido formalmente, 
carecen de inscripción. Se trata, fundamentalmente, de derechos antiguos, otorgados antes 
de la entrada en vigor del CA de 1981, que se vieron afectados por la supresión de la función 
conservatorio-registral instaurada por la Ley de Reforma Agraria del año 1967, la que solo 
fue retomada en 1981 (Rivera, 2013). De esta forma, entre 1967 y 1981 se produjo un 
paréntesis registral en materia de derechos de aprovechamiento, originándose 
incertidumbres, vacíos y desórdenes que, en gran medida, subsisten hasta el día de hoy 
(Rivera, 2013).  

Así, y pese a que el régimen vigente dispone que los derechos de aprovechamiento de aguas 
deben nacer originariamente de un acto administrativo de la DGA (concesión) e inscribirse 
en los registros correspondientes (Registro de Propiedad de Aguas del CBR y Registro Público 
de Derechos de Aprovechamiento de Aguas del CPA), existen usos consuetudinarios y 
derechos antiguos que no están inscritos y que no son conocidos por la Administración. 
Ellos, sin embargo, son reconocidos y protegidos por la legislación, debiendo regularizarse 
o perfeccionarse, según corresponda, lo que se aborda en los puntos 2 y 3 de este mismo 
apartado. 

iii) Resultado: desajuste entre hechos y el Derecho. En base a lo expuesto, es nítida la 
existencia de un doble paralelismo en la temática que se viene revisando:  

1º entre el origen concesional y el consuetudinario (de hecho, reconocidos luego 
legalmente) de los derechos de aprovechamiento de aguas de aguas15; y, 

2º entre los datos y antecedentes que reflejan los registros conservatorios (CBR) y 
administrativos (CPA) y lo que acontece en la realidad práctica de los usos de aguas.  

Las dificultades suelen surgir cuando en una cuenca o fuente hídrica se enfrentan usuarios 
consuetudinarios de aguas (que, si se cumplen los requisitos legales, son titulares de 
derechos de aprovechamiento reconocidos por la ley, muchas veces no regularizados)16, y 
aquellos que utilizan el recurso en virtud de un acto concesional de autoridad 

 
15 El paralelismo enunciado se formula respecto a aquellos usos y derechos nacidos antes del CA de 1981. El 
régimen vigente no admite que un uso consuetudinario de aguas, iniciado con posterioridad al año 1981, sea 
reconocido como un derecho de aprovechamiento; por el contrario, tal conducta, además de ser ilegal e 
ilegítima, puede ser constitutiva de un ilícito penal. Por otra parte, se exige que tales derechos de 
aprovechamiento se inscriban y catastren en los registros correspondientes. 
16 La proporción de derechos de aprovechamiento consuetudinarios no inscritos debiera disminuir atendido 
el plazo fatal (hasta abril de 2027) para iniciar el proceso de regularización consagrado en el art.2 transitorio 
CA. No obstante, ese plazo ha debido ser prorrogado, por lo que podría ocurrir algo similar con la fecha vigente 
ya señalada. En ese sentido, es fundamental la difusión de esta norma y las exigencias e implicancias 
asociadas, especialmente a nivel de pequeños agricultores y comunidades indígenas. 
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administrativa. Dicho enfrentamiento es habitual entre tipos de usuarios puntuales; por 
ejemplo, agricultores, indígenas o comunidades indígenas y las empresas mineras en la zona 
Norte del país, y, agricultores y empresas hidroeléctricas en la zona Centro-Sur del 
territorio.  

iv) Desconocimiento, informalidades e incertezas. Si bien se desconoce con claridad cuál es 
la magnitud que los usos consuetudinarios y derechos carentes de inscripción tienen 
respecto al total de derechos de aprovechamiento de aguas en nuestro país, existen 
antecedentes que permiten afirmar que ellos representan parte importante, acaso no 
mayoritaria, de tal universo. Así lo revelan algunos estudios y análisis realizados sobre este 
punto (LAT, 2021), y así lo demuestran también varios procesos de orden judicial sobre 
asuntos en que se encuentran involucradas este tipo de titularidades; en particular, la 
regularización de derechos de aprovechamiento de aguas en virtud del art. 2 transitorio del 
CA ha tenido una profusa aplicación práctica hasta el día de hoy, y ha generado un grado 
importante de conflictividad, incluso con el surgimiento de criterios jurisprudenciales no 
siempre uniformes de la Corte Suprema y Cortes de Apelaciones (Rivera, 2013; Vergara, 
2018; Rivera et al., 2020; Escudero, 2024). 

Habiéndose cumplido 44 años desde la entrada en vigor del CA de 1981, una gran cantidad 
de usos de aguas sigue permaneciendo al margen del régimen instaurado por tal cuerpo 
normativo y sus modificaciones posteriores, en términos de inscripción y registro (Rivera, 
2013). Ello, toda vez que mantienen su naturaleza puramente consuetudinaria, no 
utilizando las herramientas incorporadas con el propósito de conciliarlos con aquellos 
derechos constituidos según los términos y bajo el imperio del aludido Código. Lo anterior 
afecta el conocimiento de la situación hídrica, y, consecuencialmente, las tareas de 
administración que le competen, en especial, a la DGA (Rivera, 2013) y aquellas de gestión 
hídrica que ejecutan las OUAs y, en general, todos quienes usan el agua. 

 2. Ajuste de derechos de aprovechamiento de aguas 

Nuestro Derecho de Aguas se ha gestado a través de varias etapas, cada una de ellas regida 
por una normativa particular. En este proceso, el CA de 1981 introdujo un cambio normativo 
importante, pues en varios sentidos se alteraron los esquemas y premisas de las 
regulaciones anteriores. Además, se generó el inevitable encuentro entre derechos 
preexistentes, comúnmente consuetudinarios, y aquellos surgidos al amparo de la nueva 
normativa. Así, en lo relativo a las titularidades particulares sobre aguas, tras la entrada en 
vigor del CA de 1981 nos encontramos con los siguientes tipos de derechos de 
aprovechamiento: 

a) Derechos “antiguos”, denominación bajo la cual, y de acuerdo con el paralelismo 
observado en cuanto al origen de estos derechos de aguas, se comprenden básicamente 
dos supuestos:  

i) aquellos “constituidos” según las formas, términos, procedimientos y autoridades 
establecidos por normativas anteriores al CA de 1981; y,  

ii) aquellos “reconocidos” por la ley (art. 7 Decreto Ley N°2.603, de 1979; art. 19 N°24 inciso 
final CPR) en base a usos efectivos (consuetudinarios) de aguas. Se trata de prácticas de 
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hecho ejecutadas desde tiempos indeterminados (siempre previos al 29 de octubre de 1981, 
que es cuando entra en vigor el CA de 1981), al margen de los procedimientos concesionales 
establecidos por el legislador en las normativas imperantes en cada época. 

b) Derechos “nuevos”, expresión con que nos referimos a todas aquellas titularidades 
constituidas en virtud del procedimiento concesional regulado en el mencionado CA de 
1981. 

Como una clara recepción del principio de respeto a los derechos adquiridos, la postura del 
legislador de 1981 fue definir como “subsistentes” los derechos de aprovechamiento 
antiguos o preexistentes (Rivera, 2013) . En efecto, el art. 310 del CA recoge tal directriz, 
mencionando una serie de hipótesis (derechos de aprovechamiento) que se mantendrían y 
podrían continuar siendo ejercidas tras el cambio de régimen (Rivera, 2013). 

Ahora bien, no se trata de una subsistencia totalmente incondicionada, sino que se impuso 
una condición esencial: sólo podrán considerase subsistentes los derechos de 
aprovechamiento vinculados a un uso efectivo del agua. En otros términos, sólo aquellos 
titulares que hubieren usado realmente el agua antes del 29 de octubre de 1981, y se 
encontraren empleándola en esa fecha, subsisten al cambio de régimen jurídico instaurado 
por el CA de 1981 (Rivera, 2013). 

La referida condición (uso efectivo del agua) es totalmente adecuada y coherente, pues en 
legislaciones previas al CA de 1981 el uso del agua era obligatorio, y aquellos titulares que 
no cumplieren tal exigencia, se veían enfrentados a la medida de caducidad de sus 
respectivos derechos. Así, si no se hubiere dado tal uso, los derechos antiguos no tendrían 
siquiera la aptitud para haberse conservado en sus propios regímenes, no pudiendo 
aceptarse su resurgimiento luego de un cambio regulatorio, dado que el CA de 1981 no tiene 
la virtualidad de hacer revivir situaciones inexistentes o fenecidas (Rivera, 2013).  

Ahora bien, con esta declaración de subsistencia no queda totalmente clara y definida la 
situación de los derechos de aprovechamiento antiguos tras la entrada en vigor del CA de 
1981. Son varios los aspectos que separan a tales derechos de las reglas impuestas por el 
ordenamiento en vigor. La principal y más latente es la carencia de un título formal que 
mencione todas las características esenciales del correspondiente derecho y que figure 
inscrito en los registros civiles y administrativos existentes al efecto (esto exige el marco 
jurídico aplicable desde 1981). Justamente para superar ello, y para adaptar los citados 
derechos de aprovechamiento preexistentes a las reglas o exigencias instauradas a partir de 
1981, el legislador contempló herramientas de “ajuste”. Entre ellas, las más importantes son 
la “regularización” de derechos de aprovechamiento y el “perfeccionamiento” de títulos de 
derechos de aprovechamiento de aguas. 

3. Regularización de derechos de aprovechamiento de aguas 

Los derechos de aguas consuetudinarios, al ser situaciones totalmente fácticas o de hecho, 
requieren la ejecución de algunas actuaciones para incorporarlas al sistema formal del 
Derecho de Aguas. A tales efectos, el legislador incorporó una importante herramienta de 
adaptación o ajuste, contenida en el art. 2 transitorio del CA. Se trata de la denominada 
“regularización” de derechos de aprovechamiento. Cabe consignar que, además de aquel 
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regulado en el art. 2 transitorio del CA, hay otros dos procedimientos de regularización en 
el CA: aquel dirigido a la actualización del nombre del titular de derechos de 
aprovechamiento que alguna vez se inscribieron en el CBR, pero cuyos cambios de 
titularidad posteriores (por transferencias, herencias, etc.) no lo hubiesen sido (art. 1 
transitorio); y aquel dirigido a determinar e inscribir los derechos de aprovechamiento 
vinculados a predios expropiados total o parcialmente producto de la Reforma Agraria (art.5 
transitorio CA). Sin perjuicio de ello, el foco de este informe se encuentra en el 
procedimiento regulado en el art. 2 transitorio del CA. 

En términos concretos, este art. 2 transitorio del CA consagra la vía procedimental de los 
usos consuetudinarios reconocidos por el art. 7 del Decreto Ley Nº2.603, de 1979. Esta 
última norma reconoce, como derechos de aprovechamiento, a los usos efectivos de agua, 
pero no fija los requisitos, condiciones y formas para ajustar esas titularidades informales. 
El citado art. 2 transitorio del CA completa el proceso, configurando la vía para la 
incorporación de los usos consuetudinarios al sistema formal del Derecho de Aguas. Esta 
norma, que fue modificada por la Ley N°21.435 de 2022, dispone lo siguiente: 

“Los usos actuales de las aguas que estén siendo aprovechados a la fecha de entrar en 
vigencia este código, podrán regularizarse cuando dichos usuarios y sus antecesores en 
posesión del derecho hayan cumplido cinco años de uso ininterrumpido, contados desde la 
fecha en que hubieren comenzado a hacerlo, en conformidad con las reglas siguientes: 

a) La utilización deberá haberse efectuado libre de clandestinidad o violencia, y sin reconocer 
dominio ajeno; 

b) La solicitud se elevará a la Dirección General de Aguas ajustándose en la forma, plazos y 
trámites a lo prescrito en el párrafo 1° del Título I del Libro II de este código; 

c) Los terceros afectados podrán deducir oposición mediante presentación que se sujetará a 
las reglas señaladas en la letra anterior. 

d) Reunidos todos los antecedentes, la Dirección General de Aguas, previo a resolver, deberá 
consultar a la organización de usuarios respectiva, en caso que ésta exista, su opinión 
fundada sobre características del uso y su antigüedad, la que podrá responder dentro de los 
treinta días hábiles siguientes a su notificación. La respuesta de la organización no será 
vinculante para el Servicio. 

e) La Dirección General de Aguas emitirá un informe técnico y dictará una resolución 
fundada que reconocerá los derechos de aprovechamiento que cumplan con los requisitos 
descritos en este artículo, y señalará las características esenciales del derecho de 
aprovechamiento. En caso contrario, denegará la solicitud. A la resolución que reconozca el 
derecho de aprovechamiento le será aplicable lo dispuesto en el artículo 15017. 

 
17 Este artículo establece que: “Previo a dictarse el acto administrativo de constitución del derecho, la Dirección 
General de Aguas requerirá al interesado que deposite los fondos necesarios para que la Dirección proceda a 
solicitar la inscripción de la resolución que otorga el derecho. Consignados los recursos, la Dirección General 
de Aguas dictará la resolución correspondiente, la que, una vez que quede firme y ejecutoriada, procederá a 
inscribirla, mediante copia autorizada, dentro de los quince días siguientes, en el Conservador de Bienes Raíces 
y en el Catastro Público de Aguas al que se refiere el artículo 122. Este mismo procedimiento se aplicará para 
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Las organizaciones de usuarios legalmente constituidas podrán presentar solicitudes de 
regularización en representación de sus usuarios que cumplan individualmente los requisitos 
para ello, cuando cuenten con autorización expresa de los usuarios de aguas interesados en 
someterse al procedimiento.” 

Como puede apreciarse, tratándose de derechos consuetudinarios, el enfoque de la 
regularización es un uso efectivo del agua producido durante un determinado período de 
tiempo al margen de la institucionalidad concesional. Ese es el hecho que la legislación, 
primero, reconoce, luego, declara subsistente y, finalmente, habilita para formalizar, 
inscribir y registrar el derecho de aprovechamiento respectivo. 

En síntesis, para poder ser regularizado, el mencionado uso debe cumplir los siguientes 
requisitos: 

a) Debe estarse produciendo efectivamente al entrar en vigor del CA de 1981 (29 de octubre 
de 1981) y, además, a la fecha de solicitar su regularización. 

b) Deben haberse cumplido, al menos, cinco años de utilización efectiva de las aguas.  

c) Debe ser ininterrumpido, es decir, se requiere una extracción constante o permanente del 
recurso por parte del usuario durante el plazo exigido en la ley, sin que otra persona la haya 
utilizado en el tiempo intermedio o haya formulado reclamación ante los tribunales. 

d) Debe ser libre de clandestinidad o violencia; esto es, haberse producido sin la intención 
de ocultarlo a los particulares que podrían tener el derecho de oponerse, y, además, de 
manera tranquila y pacífica. 

e) Debe producirse sin reconocer dominio ajeno, de modo que el regularizador haya 
utilizado las aguas convencido de ser titular del derecho de aprovechamiento sobre ellas. 

La regularización de derechos consuetudinarios no tiene por objeto “crear” un derecho 
nuevo, como ocurre en la concesión. Se trata de “declarar” un derecho preexistente, ya 
reconocido, dotándolo de un título formal y ordenando su inscripción en los registros 
pertinentes (CBR y CPA) (Rivera, 2013).  

Además de ser un procedimiento declarativo, la regularización es una herramienta 
“transitoria”, pues, junto con estar contenida en una disposición de este carácter en el CA, 
su ámbito de aplicación material es limitado o restringido: sólo opera respecto a situaciones 
iniciadas con anterioridad a la entrada en vigor del CA de 1981. Atendida esta última 
circunstancia, su vigencia temporal debió haber sido también restringida (como ocurre, 
naturalmente, con todas las disposiciones transitorias). Sin embargo, el referido art. 2 
transitorio del CA ha tenido mayor aplicación, incluso, que muchas de las disposiciones 
permanentes de tal texto normativo (Rivera, 2013). 

 
las regularizaciones de derechos de aprovechamientos de que trata el artículo segundo transitorio de este 
Código.” Es decir, desde abril de 2022 (Ley N°21.435) es la DGA la que se encarga directamente de gestionar 
la inscripción en el CBR y en el CPA de los derechos de aprovechamiento constituidos y de aquellos 
regularizados en virtud del art. 2 transitorio del CA. Ello por cierto ayudará al orden de la inscripción y registro 
de los derechos que se constituyan o regularicen por la DGA después de abril de 2022, pero permanece el 
desafío respecto a aquellos que iniciaron su proceso de regularización con antelación a ello. 
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Las razones que han permitido esta prolongada y profusa aplicación de una disposición y un 
procedimiento transitorio son, básicamente, las siguientes (Rivera, 2013): 

i) La regularización de derechos consuetudinarios del art. 2 transitorio del CA se introdujo 
originalmente al ordenamiento como una herramienta facultativa para el usuario, de modo 
que éste podía decidir libremente si regularizaba o no su derecho reconocido (esto es, si le 
daba o no vida documental y registral). Esta situación se alteró con la reforma efectuada en 
2022 al CA, en que se introdujo la medida de caducidad por no inscripción de los derechos 
de aprovechamiento en el CBR y de estableció un plazo fatal para iniciar los procedimientos 
de regularización consagrados en los arts. 2 y 5 transitorios del CA (art. primero transitorio 
Ley N°21.435). 

ii) No se dispuso, sino hasta 2022, una fecha de cierre o término del procedimiento 
regularizador en comento, por lo que en la práctica se ha mantenido vigente, pese a su 
transitoriedad, y sigue aplicándose hasta el día de hoy. Según la norma vigente actualmente, 
el procedimiento regularizador del art. 2° transitorio del CA, que también desde 2022 se 
tramita completamente ante la DGA (antes era mixto: administrativo-judicial), sólo podrán 
iniciarse hasta el 6 de abril de 2027. Después de ello, no se admitirá ninguna solicitud de 
regularización, salvo las presentadas por indígenas y comunidades indígenas (art. primero 
transitorio Ley N°21.435).  

A su vez, como ya se sostuvo, los derechos de aprovechamiento que no se inscriban en el 
CBR dentro del mismo plazo antes indicado se entenderán caducados por el sólo ministerio 
de la ley, y los CBR no admitirán a trámite las solicitudes de inscripción que a su respecto se 
presenten. Esta medida de caducidad no aplica a aquellos derechos cuya regularización se 
inicie dentro del plazo mencionado, a los de servicios sanitarios rurales, de comunidades 
agrícolas definidas en el Decreto con Fuerza de Ley N°5 de 1967, de propietarios de áreas 
protegidas que no usen las aguas para mantener la función de preservación ecosistémica de 
tales áreas, y de indígenas o comunidades indígenas (art. segundo transitorio Ley N°21.435). 

Un importante porcentaje de derechos consuetudinarios en Chile sigue actualmente “en 
vías de regularización”, pues, reuniendo los requisitos legales contemplados para estos 
efectos, los titulares respectivos han preferido mantenerse en la informalidad (Rivera, 2013; 
Vergara, 2018). Algunas de las razones que podrían explicar ello son la falta de comprensión 
del marco jurídico y del sistema registral en particular en materia de aguas, la carencia de 
confianza en dichos marco y sistema y el extenso tiempo de tramitación que usualmente 
conlleva el procedimiento de regularización del art. 2 transitorio del CA, especialmente 
cuando se interponen recursos ante los Tribunales de Justicia (Rivera, 2013; Rivera et al., 
2020). Por lo tanto, y debido a esta falta de formalización, todavía no se conoce oficialmente, 
con certeza y exactitud, la real magnitud de los derechos consuetudinarios de aguas en el 
país, y, por ende, tampoco se tiene certeza sobre el número y características esenciales del 
universo de derechos de aprovechamiento en el país (Rivera, 2013; Niklitschek, 2022). Sí 
existen antecedentes que permiten afirmar que ellos representan la mayoría de los 
derechos de aprovechamiento de aguas que hoy se ejercen en nuestras cuencas, pero se 
trata todavía de una situación incierta y carente de claridad (Donoso, 2006; Rivera, 2013; 
INDAP, 2023).  
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Desde 2022 (reforma Ley N°21.435) las regularizaciones efectuadas en virtud de los 
procedimientos normados en los arts. 2 y 5 transitorios CA se tramitan ante la DGA, por lo 
que esta entidad manejará toda esa información. Sin embargo, muchas de las resoluciones 
que se dicten pueden ser objeto de impugnaciones y recursos ante Tribunales de Justicia. Al 
respecto, la DGA debiera efectuar un seguimiento activo de estos procedimientos en sede 
judicial, sin perjuicio de lo cual también se ha sugerido que se establezca la obligación de 
los Tribunales de Justicia (y, respecto a casos antiguos, del mismo SAG) de enviar copia de 
las sentencias ejecutoriadas de regularización de derechos en virtud de los arts. 1 y 2 
transitorios CA y de las resoluciones dictadas por el SAG en conformidad al art. 5 transitorio 
CA (Boettiger, 2012). 

Conectando este tema con el quehacer de las OUAs, cabe añadir que, según lo consigna el 
inciso final del art. 2 transitorio del CA, la solicitud de regularización puede ser presentada 
por aquellas OUAs legalmente constituidas (es decir, registradas ante la DGA) en 
representación de sus miembros. Evidentemente, cada uno de estos miembros, titulares de 
los derechos de aprovechamiento a regularizar, debe cumplir los requisitos que se exigen 
para ello, y deben autorizar a la OUA (otorgar un mandato al efecto) para que lleve a cabo 
el procedimiento en su nombre y representación. Esta es una buena herramienta para 
proceder a la regularización de derechos no inscritos de manera ordenada, articulada y 
eficiente, siendo también una oportunidad para ahorrar tiempo y recursos, pues se podrían 
unificar varias solicitudes de regularización en un mismo procedimiento, sin perjuicio de que 
la evaluación del cumplimiento de los requisitos debe ser individual, pues atañe a cada 
derecho de aprovechamiento. Además, se estima que esta posibilidad facilita la 
regularización, pues las OUAs conocen directamente los usos de aguas que no están 
amparados en títulos formales (Boettiger, 2024). 

 4. Perfeccionamiento de títulos de derechos de aprovechamiento de aguas 

Los derechos de aguas constituidos luego de 1981 deben tener expresamente precisadas en 

sus títulos todas aquellas características identificadas como esenciales. Tales derechos, 

entonces, tienen títulos perfectos18. No obstante, surge en este punto la compleja y muchas 

veces precaria situación de los derechos antiguos o preexistentes al CA de 1981, pues éstos 

no cumplen la referida exigencia, o sus características esenciales (como el caudal) están 

especificadas en una forma que no corresponde a las reglas vigentes (por ejemplo, el caudal 

no se expresa en volumen por unidad de tiempo, sino en medidas antiguas, como tejas, 

regadores, entre otras) (Rivera, 2013). 

Dado que algunas de las menciones que se requiere expresar en los títulos de derechos de 

aprovechamiento fueron incorporadas sólo en el año 1981, lógico es deducir que ellas no 

están determinadas para aquellos derechos otorgados conforme a la normativa anterior. Al 

igual que materia de inscripción de derechos de aprovechamiento (en que hay un grupo 

indeterminado de derechos no inscritos), un número también relevante, pero incierto de 

 
18 Atendido ello el “perfeccionamiento” siempre debe entenderse vinculado a los derechos antiguos. Los 
títulos de los derechos constituidos al alero del CA de 1981 no presentan (o no debiesen presentar) falencias 
en este ámbito.  
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derechos de aprovechamiento no tienen todas sus menciones o especificaciones indicadas 

en la forma que obliga la normativa (Rivera, 2013). 

Por ende, surge otro espacio en que es necesario “ajustar” los derechos de 
aprovechamiento antiguos subsistentes a las particularidades del marco normativo 
consagrado a partir del año 1981. Los títulos incompletos de dichos derechos deben 
“perfeccionarse”, es decir, deben determinarse y completarse todas aquellas características 
esenciales que carecen de precisión, definidas en el artículo 45 DS N°1.220, de 1998, que 
contiene el Reglamento del CPA. 

Desde el año 2022, el perfeccionamiento de títulos de derechos de aprovechamiento se 
regula en el CA; con anterioridad a ello sus reglas se encontraban solo en el Reglamento del 
CPA. Previo a la reforma introducida por la Ley N°21.435, el perfeccionamiento se solicitaba 
a través de un proceso judicial, tramitado en primera instancia ante el juzgado de letras 
competente, según las reglas del juicio sumario. Desde 2022, las solicitudes de 
perfeccionamiento se deben presentar por el respectivo titular del derecho de 
aprovechamiento (o por quien lo represente) ante la DGA (no es un procedimiento que se 
pueda iniciar de oficio), y la resolución administrativa que perfeccione el título del derecho 
debe registrarse en el CPA (cuestión que realiza directamente la DGA) y anotarse al margen 
de la inscripción de dicho derecho en el Registro de Aguas del CBR respectivo (tarea que le 
corresponde gestionar al titular del respectivo derecho de aprovechamiento) (art. 170 bis 
CA).   

La sanción por la falta de registro en el CPA es la multa, que aplica la misma DGA en virtud 
de los arts. 173 y siguientes del CA (arts. 122 CA y segundo transitorio Ley N°21.435). Se 
trata de una infracción denominada “de estado”, pudiendo imponerse solo una sanción 
administrativa (multa), pues, de imponerse más de una, habría una infracción al principio 
del non bis in ídem. Las consecuencias accesorias del incumplimiento son los límites que 
impone la propia norma (art.122 CA): imposibilidad de actuar ante órganos administrativos 
(DGA, Superintendencia de Servicios Sanitarios); y aquellos derechos que estén en trámite 
de inscripción en el CPA pueden participar en concursos públicos de la CNR, pero el pago 
solo podrá realizarse cuando se acredite el registro respectivo. 

Tal como ocurre en lo relativo a los derechos de aprovechamiento de origen 
consuetudinario y no inscritos, tampoco existe total certidumbre y claridad sobre qué 
proporción de títulos de derechos requieren perfeccionamiento (Rivera, 2013). El punto 
complejo a fines de registro es que el contar con títulos perfeccionados es un requisito para 
incorporar derechos en el CPA, por lo que tal registro queda supeditado a la previa 
tramitación administrativa (judicial hasta 2022, existiendo aún procedimientos pendientes 
que se iniciaron de ese modo) de la solicitud de perfeccionamiento. Según el art. 35 del 
Reglamento del CPA (DS N°1.220, de 1998), la DGA debe otorgar un certificado de 
inscripción provisoria ante solicitudes de registro de derechos que no cumplen todas las 
exigencias, debiendo iniciar el procedimiento de perfeccionamiento de los títulos en el 
plazo de un año desde la emisión de dicho certificado. Ahora bien, el art. segundo 
transitorio de la Ley N°21.435, de 2022 se refiere a la situación de los derechos constituidos 
por acto de autoridad competente con anterioridad a esta reforma y que no estén inscritos 
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en CBR, o que estén inscritos en el CBR, pero no en el CPA. En este contexto, la citada norma 
prescribe que el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas del CPA debe 
incluir un registro de los derechos de aguas informados por los CBR y directamente por sus 
titulares (con certificado de dominio vigente e inscripción conservatoria), no exigiendo que 
tales títulos estén perfectos para fines de su inclusión en el CPA. Por ello, para efectos del 
mencionado art. 2 transitorio de la Ley N°21.435, puede entenderse que esta disposición se 
aplica preferentemente al art. 35 del Reglamento del CPA, no requiriéndose 
perfeccionamiento previo para cumplir la obligación de registro en el CPA (Boettiger, 2024). 

Si se contara con un levantamiento consolidado y completo de la información de los 
derechos de aprovechamiento de aguas inscritos en el CBR a nivel nacional, podría 
identificarse con mayor nitidez qué proporción de dichos derechos requieren 
perfeccionamiento, en función de las características esenciales que consten en tales 
inscripciones.  

En cuanto al rol de las OUAs en materia de perfeccionamiento, debe señalarse en primer 
lugar que la responsabilidad de contar con títulos perfectos, inscritos y catastrados es de 
cada titular. No obstante, en una lógica de intento de mayor orden, articulación y eficiencia, 
desde el año 2013 se permite expresamente que los directorios de las OUAs pueden 
representar a sus miembros en la solicitud de perfeccionamiento de sus títulos. Esta 
facultad se contempla expresamente para los directorios de las comunidades de aguas (art. 
241 N°23 CA) y de las juntas de vigilancia (art. 274 N°9 CA). Si bien no se menciona 
expresamente en el caso de las asociaciones de canalistas,  sí se dispone que las reglas de 
las otras OUAs les aplican en cuanto sean compatibles con su naturaleza y no contradigan 
lo establecido en sus estatutos (art. 258 CA). 

Para que se materialice esta representación del directorio de las OUAs en un procedimiento 
de perfeccionamiento, el poder o mandato debe ser otorgado por los miembros 
correspondientes en una asamblea extraordinaria, previo acuerdo adoptado por los dos 
tercios de los votos emitidos en ella (arts. 241 N°23 y 274 N°9 CA). Ahora bien, considerando 
que los derechos de aprovechamiento son de titularidad de cada persona (natural o jurídica) 
y que ésta dispone de un derecho de propiedad sobre ese título, lo correcto jurídicamente 
sería que el directorio de la OUA represente y gestione el trámite del perfeccionamiento 
solo para aquellos titulares que explícitamente le han otorgado el mandato para ello.  

Tal como se expresó en materia de regularización en conformidad al art. 2 transitorio CA, el 
perfeccionamiento colectivo de derechos de aprovechamiento ejecutado por directorios de 
OUAs, en la medida en que sea correctamente tramitado, es una positiva herramienta para 
avanzar en la precisión de las características esenciales de los derechos de sus miembros y, 
con ello, en su posterior incorporación al CPA. 

 

IV. BRECHAS PARA LA GESTIÓN NACIONAL Y LOCAL DE LOS RECURSOS HÍDRICOS 

1. Brechas normativas 

a) Falta de revisión y actualización de la regulación de OUAs en el CA. Las últimas 
modificaciones normativas relevantes al CA no han abordado el título de OUAs (Título III del 
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Libro Segundo) o sólo lo han hecho de manera tangencial, por lo que, en gran medida, se 
trata de normas que, en esencia, provienen de la primera ley de asociaciones de canalistas 
(1908) y de los primeros CA. Por ello, se carece de adecuada regulación en este ámbito, que 
dé cuenta y responda a los desafíos actuales de las OUAs, especialmente en lo relativo a 
aguas subterráneas (Ravanal, 2011; Rivera, 2015). En este último punto, como ya se sostuvo 
previamente, las modificaciones realizadas en 2005 consistieron en una simple inclusión 
literal de la expresión “y subterráneas” en aquellas reglas creadas para la gestión colectiva 
de aguas superficiales, sin hacerse cargo debidamente de las particularidades y reglas 
diferenciadas que muchas veces requieren las aguas subterráneas. 

b) Falta de actualización de reglamentos del CPA y de aguas subterráneas. Dos brechas 
críticas del sistema actual son la falta de un sistema o registro completo de los derechos de 
aprovechamiento de aguas, y de conformación de comunidades de aguas subterráneas. A 
este respecto, cabe tener presente que los reglamentos que rigen en esas materias son 
antiguos, particularmente el reglamento del CPA, que data de 1998, y que con posterioridad 
solo ha tenido algunos cambios menores. De acuerdo al Centro de Regulación y 
Competencia, Universidad de Chile (2013), este Reglamento muestra una obsolescencia 
estructural evidente, con confusión de roles entre la DGA y los CBR, con una alta 
dependencia de la buena voluntad de los usuarios, y con la exigencia de un procedimiento 
de perfeccionamiento previo como la principal causa de desactualización del CPA (Centro 
de Regulación y Competencia, Universidad de Chile, 2013).  

Adicionalmente, ni el reglamento del CPA ni el de aguas subterráneas se han actualizado a 
los términos del CA reformado en 2022, lo que afecta el logro de registro completo de 
derechos de aprovechamiento, la conformación de comunidades de aguas subterráneas y 
la gestión integrada de aguas superficiales y subterráneas. 

c) Exceso de detalles y exigencias de contenido en Reglamento de PERHC. Los PERHC son una 
fuente relevante de información hídrica y una hoja de ruta para la gestión hídrica en cada 
cuenca. Son instrumentos nuevos en el marco normativo chileno, incorporados solo en 2022 
(CA y Ley marco de cambio climático). Sin perjuicio de valorar esta inclusión, el reglamento 
de los PERHC (DS N°58, de 2024) establece un contenido que ha sido catalogado de 
exhaustivo y excesivo, con múltiples etapas y requisitos técnicos complejos (Rojas, 2025), lo 
que hace prever una complejidad importante en cuanto a su cumplimiento y a los plazos 
que ello tendrá involucrados.  

Además, Rojas (2025) plantea que en la regulación de los PERHC hay deficiencias de diseño 
institucional (como la relegación de las juntas de vigilancia a actores secundarios y la 
fragmentación en la toma de decisiones), la redundancia normativa que se genera con la 
coexistencia de los PERHC y el Plan de adaptación al cambio climático en recursos hídricos, 
y el incumplimiento de los estándares planteados por la OCDE a Chile respecto a la autoridad 
administrativa central y a la gobernanza a nivel de cuencas. 

d) Complejo escenario legal/reglamentario tras las sucesivas reformas al CA. El CA ha tenido 
múltiples modificaciones (desde el año 2022 a la fecha alrededor de siete), y la mayoría de 
ellas han sido modificaciones puntuales, a ciertas materias o aspectos del CA, sin una mirada 
integrada. Ello ha generado un grado de dispersión y falta de coherencia no menor, que 
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torna difícil la comprensión y aplicación de esta norma. Asimismo, respecto al régimen 
jurídico hídrico general se ha criticado la existencia de normas mal redactadas (Jaque, 2022), 
ambigüedad en la configuración de algunas potestades de la DGA (País Circular, 2021), 
contradicción de criterios en ciertos procedimientos (Arumí y Rivera, 2021), entre otros. 

Las modificaciones normativas frecuentes generan dificultades de implementación 
uniforme y de planificación de los actores a cargo de su aplicación y usuarios, afectando la 
seguridad jurídica. 

 2. Brechas operativas o de gestión 

a) En materia de información 

i) Inexistencia de un sistema de información completo e interoperable (al interior de la DGA 
y con otras instituciones públicas/privadas). Tal como lo señala la Mesa Técnica Investigación 
e Información Pública (2020), en Chile no existe un sistema de información hídrica completo 
y confiable; además, la investigación e información disponible se encuentra dispersa entre 
distintos organismos públicos y privados, siendo urgente consolidarla para mejorar la toma 
de decisiones en este campo. 

La fragmentación institucional incide directamente en la fragmentación de información y en 
la toma de decisiones (Banco Mundial, 2013; Naciones Unidas Chile, 2021). Asimismo, se ha 
evidenciado que no hay suficientes datos en línea que sean de fácil acceso y que las series 
de tiempo son limitadas (Naciones Unidad Chile, 2021). Otro problema crítico es la falta de 
redes de monitoreo de calidad de aguas, destinándose una baja parte del presupuesto de la 
DGA a ese objeto (Naciones Unidas Chile, 2021). 

Esta brecha afecta significativamente la posibilidad de avanzar efectivamente en la gestión 
hídrica integrada por parte del sector público, la toma de decisiones de inversiones del 
sector público y privado, el cumplimiento de las funciones de la DGA y el desarrollo de la 
investigación para la seguridad hídrica en un contexto de cambio climático. 

ii) CPA incompleto. No hay cifras oficiales exactas al respecto, pero hay un entendimiento 
generalizado de que el CPA, y especialmente el Registro Público de Derechos de 
Aprovechamiento de Aguas, solo cuenta con un porcentaje bajo (no mayor al 50% 
probablemente) del total de derechos de aprovechamiento existentes en el país (Ministerio 
de Obras Públicas, 2012; Boettiger, 2012; INDAP, 2023). Ello dificulta y afecta negativamente 
el cumplimiento de gran parte de las potestades y funciones de la DGA, así como las políticas 
públicas que corresponde impulsar a este organismo (Banco Mundial, 2011, 2013). 

Según información consignada en la Política Hídrica Nacional de 2015, al año 2011 
existían 350.000 derechos de aprovechamiento constituidos o reconocidos, de los 
cuales solo el 20% se encontraba catastrado en la DGA (Ministerio del Interior, 2015). 
Por su parte, según información contenida en el sitio web de la DGA, a diciembre 2025 se 
constata un número de 155.113 derechos de aprovechamiento registrados en el CPA19, 
evidenciando claras brechas si consideramos la estimación de derechos antes mencionadas. 

 
19 Información disponible en: https://dga.mop.gob.cl/derechos-de-agua/derechos-registrados/ 
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iii) Alta proporción de derechos sin inscripción ni catastro y baja interoperabilidad entre 
Registros de Propiedad de Aguas de los CBR y el CPA. Como se ha sostenido antes en este 
informe, se estima que hay un elevado porcentaje de derechos que no constan ni en el CBR 
ni en el CPA (Boettiger, 2024). A su vez, el grado de coincidencia o retroalimentación entre 
la información contenida en el CBR en materia de aguas y aquella existente en el CPA es 
reducido (Boettiger, 2024). En otros términos, se trata de registros que funcionan sin 
interoperabilidad ni conexiones efectivas. 

En general, desde años se advierte que el número de derechos de aprovechamiento 
inscritos en el CBR y catastrados en el CBR es notoriamente inferior a las extracciones, 
captaciones y utilizaciones efectivas de aguas (Banco Mundial, 2011; Rivera, 2013). 

Como un ejemplo de esta situación, en el informe de INDAP (2023) se afirma que, del 
universo de 28.922 usuarios de INDAP (personas naturales y jurídicas), al menos 18.972 
tiene sus derechos de aprovechamiento inscritos en el CRB, mientras que otros 9.950 
carecerían de dicha inscripción (INDAP, 2023). 

En la Política Nacional de Recursos Hídricos 2015 se sostiene que sólo un 55% de los CBR 
del país cumple con la obligación de informar las transacciones de estos derechos a la DGA 
(Delegación Presidencial para los Recursos Hídricos, Ministerio del Interior y Seguridad 
Pública, 2015). Vinculado a ello, en el citado informe de INDAP (2023), se asevera que cada 
año los CBR envían entre 15.000 y 30.000 inscripciones de derechos, en papel; la DGA, por 
su parte, contrata el servicio de digitalización de esa información; a lo cual se suma que no 
todos los CBR envían tal información oportunamente ni de modo completo (INDAP, 2023). 

Hay varios estudios que han evidenciado la necesidad de mejorar la coordinación entre la 
DGA y los CBR (Banco Mundial, 2013; Centro de Regulación y Competencia, Universidad de 
Chile, 2013). No se conocen convenios formales directos entre la DGA y los CBR en este 
sentido (interoperabilidad de sistemas), pero sí hay algunos antecedentes indirectos que 
buscan facilitar el registro e inscripción de derechos de aprovechamiento de aguas a través 
de mecanismos de colaboración institucional, como el convenio entre la DGA y la Asociación 
Chilena de Municipalidades20, o un convenio entre la DGA e INDAP respecto a regularización 
de derechos de aprovechamiento de pequeños agricultores21.  

Un dato paradojal demostrativo de la plena vigencia de esta brecha está deriva de la propia 
Estrategia Digital de la DGA 2023-2027. Como parte del diagnóstico se hace referencia 
explícita a sistemas fragmentados y a la baja interoperabilidad, pero no se menciona 
expresamente aquella con el CBR, sino que se focaliza al interior de la DGA22. Otro 
antecedente demostrativo de la carencia de interoperabilidad entre la DGA y los CBR se 

 
20 https://dga.mop.gob.cl/direccion-general-de-aguas-del-mop-y-asociacion-chilena-de-municipalidades-
firman-acuerdo-para-acompanar-proceso-de-inscripcion-y-registro-de-derechos-de-aguas/ 
21 chrome-
extension://efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/https://www.indap.gob.cl/sites/default/files/2023-08/2-
modificacion-convenio-dga-indap.pdf 
22 https://opinion.cooperativa.cl/opinion/medio-ambiente/estrategia-digital-al-servicio-de-las-aguas/2025-
08-05/083453.html 
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encuentra en algunas licitaciones de la DGA para actualizar titulares de derechos de 
aprovechamiento de aguas, a través de la búsqueda directa de las inscripciones en los CBR23. 

iv) Limitada capacidad de procesamiento de datos y gestión de información en la DGA. Por 
ejemplo, asociadas a monitoreo de extracciones efectivas de aguas superficiales y 
subterráneas, de información remitida por los CBR y por las OUAs, etc. La DGA recibe 
constantemente una importante cantidad de datos, pero hay escasa capacidad de 
procesamiento de esos datos y de transformación de estos en información relevante para la 
toma de decisiones. 

Una de las causales que podría explicar esta deficiencia es el déficit estructural de recursos 
humanos y de capacidad técnica de la DGA que fue detectado en el informe del Banco 
Mundial (2014), en que se constata dotación insuficiente de personal, alta rotación del 
personal e inexperiencia, sobrecarga de trabajo, entre otros aspectos. 

Por otro lado, en el ámbito del monitoreo de extracciones efectivas, han existido algunas 
críticas concretas en cuanto a que la DGA exige volúmenes masivos de datos sin evidencia 
de la capacidad técnica del servicio de procesarlos eficazmente y utilizarlos para la toma de 
decisiones24. 

b) En materias de OUAs 

i) Dispersión y heterogeneidad de información. Ha existido fragmentación en el 
levantamiento de información de OUAs, lo que complejiza su integración y análisis, dado 
que se han empleado metodologías, escalas y fines diversos (LAT, Universidad de Chile, 
2018). 

ii) Duplicidades o inconsistencias en registros de miembros de OUAs. Se han detectado 
modificaciones en los nombres de la organización, de expedientes paralelos en regiones 
diversas y clasificaciones dispares entre comunidades de aguas y asociaciones de canalistas, 
según la fuente de información (LAT, Universidad de Chile, 2018). 

iii) Insuficiencia o ambigüedad de situación jurídica y operación. No hay información 
completa sobre la situación jurídica de las OUAs, su funcionamiento efectivo o la correlación 
entre su existencia y reconocimiento por parte de la Administración (LAT, Universidad de 
Chile, 2018). 

iv) Baja formalización de comunidades de aguas subterráneas. Esto es particularmente 
notorio si se contrasta el número de comunidades de aguas subterráneas con el número de 
comunidades de aguas superficiales existentes y con las declaraciones de áreas de 
restricción o zonas de prohibición vigentes, en que las comunidades de aguas subterráneas 
deberían obligatoriamente estar formalizadas.  

 
23 Por ejemplo, ver 
https://www.mercadopublico.cl/Procurement/Modules/RFB/DetailsAcquisition.aspx?qs=0iDuWL5TaTh0+o9
Di6cNVw== 
24 Por ejemplo, ver: https://www.guiachileenergia.cl/llamado-de-la-dga-a-cumplir-con-monitoreo-de-

extracciones-efectivas-de-agua-es-desproporcionado-e-injusto/ 
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v) Lento registro de OUAs (o sus modificaciones estatutarias) en la DGA. Ante la falta de 
claridad del alcance del trámite de registro que debe realizar la DGA, el procedimiento 
muchas veces se retrasa indefinidamente por peticiones de ajustes en los estatutos 
aprobados (judicialmente en la mayoría de casos). Obtener que un Tribunal modifique una 
sentencia, muchas veces después de transcurridos los plazos legales para interponer 
recursos, no es simple de lograr y se transforma en procedimientos que se extienden por 
años, como ha ocurrido con algunas comunidades de aguas subterráneas en Copiapó 
(Dasencich, 2025).  

Esto se agrava con el hecho de que la DGA considera que las OUAs no registradas no existen 
jurídicamente, pese a que puedan estar perfectamente operativas en la práctica. 

 c) En materia de ajuste de derechos de aprovechamiento de aguas 

i) Demoras y conflictividad asociadas a procedimientos de regularización y 
perfeccionamiento iniciados antes de la reforma al CA de 2022. Como se ha precisado 
previamente, la regularización en conformidad al art. 2 transitorio del CA era un 
procedimiento mixto antes del 6 de abril de 2022 (Ley N°21.435), iniciando ante la DGA y 
terminando en Tribunales de Justicia. El perfeccionamiento, por su parte, era un 
procedimiento judicial que debía iniciarse ante el Juzgado de Letras competente. 
Particularmente la regularización en virtud del art. 2 transitorio del CA se caracterizó por 
tener una extensa tramitación, identificándose como el asunto hídrico más prolongado que 
conocen los Tribunales de Justicia (Rivera et al., 2020). El perfeccionamiento también ha 
generado algún grado de conflictividad, especialmente en lo relativo a la determinación de 
las características esenciales, a la publicidad exigible en su tramitación y a su conexión con 
la conformación de las comunidades de aguas a que pertenecen los titulares de los 
respectivos derechos de aprovechamiento (Vergara, 2023). 

ii) Incertidumbre sobre implementación de procedimientos de perfeccionamiento y 
regularización de derechos de aprovechamiento de aguas tramitados completamente por la 
DGA. No se dispone de antecedentes suficientes para evaluar cómo ha sido la tramitación 
de la regularización y el perfeccionamiento de títulos de derechos de aprovechamiento por 
parte de la DGA, que concentra las potestades en este ámbito desde 2022. Dado que hay 
plazos asociados para la regularización de derechos en virtud de los arts. 2 y 5 transitorios 
del CA y para la incorporación de derechos constituidos y no registrados en el CPA, es 
previsible un aumento exponencial de solicitudes en esta área (Boettiger, 2024), siendo 
incierto aún los resultados obtenidos y el grado de judicialización que puede producirse 
respecto a las resoluciones que dicte la DGA al respecto. 

 d) En materia de duración de procedimientos administrativos tramitados ante la DGA 

En general, se observan extensos plazos en procedimientos administrativos tramitados ante 
la DGA. Ello se evidencia, especialmente, en sentencias que resuelven impugnaciones 
judiciales de resoluciones de la DGA, en que una de las causales más recurrentes que 
justifican los reclamos o recursos son los prolongados períodos de tiempo que tarda la DGA 
en resolver los asuntos que tiene a su cargo. En esta línea, pueden citarse los siguientes 
ejemplos: 
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i) La sentencia de la Corte Suprema de fecha 12 de marzo de 2024, dictada en causa Rol 
87.747-2023, confirmó la declaración de ilegalidad de una paralización de extracción de 
áridos decretada en un procedimiento sancionatorio de la DGA que se extendió por más de 
seis años25. 

ii) La sentencia dictada por la Corte de Apelaciones de Santiago con fecha 11 de abril de 
2025, en la causa Rol 312-2024, en que se acogió una reclamación contra la DGA y declaró 
el decaimiento de un procedimiento sancionatorio que había tenido una duración de ocho 
años desde la presentación de la respectiva denuncia26. 

iii) La sentencia de la Corte Suprema de 22 de septiembre de 2025, emitida en causa Rol 
11.909-2024, se pronunció sobre un caso en que la DGA tardó más de 17 años en la 
tramitación de una solicitud de cambio de punto de captación de derechos de 
aprovechamiento de aguas subterráneas. La Corte calificó como grave e injustificado este 
retraso, lo cual configuraría una infracción al principio de celeridad establecido en el artículo 
7 de la Ley N°19.880, de 200327. 

 3. Brechas tecnológicas, de ciberseguridad y protección de datos 

a) Sitio web institucional con accesibilidad deficiente y sin estándares de datos abiertos. De 
acuerdo con el art. 299 quáter CA, la DGA tiene la obligación de publicar periódicamente la 
información que recabe en ejercicio de sus funciones, de modo de facilitar su acceso y 
comprensión. Si bien se observan algunas mejoras en los últimos años, persisten algunas 
falencias, como son: 

i) Carencia de estándares de publicación. La información no se presenta en base a protocolos 
únicos o estándares comunes, lo que dificulta el seguimiento, comparación y análisis (Banco 
Mundial, 2011). 

ii) Dispersión y falta de consolidación de datos. Existen múltiples fuentes y sistemas de 
información (CPA, observatorio georreferenciado, etc.), los cuales no están debidamente 
integrados o articulados, por lo que el usuario o interesado debe buscar en variadas 
plataformas28. 

iii) Insuficiencia de datos en línea y series de tiempo limitadas (OECD, 2018). 

iv) Complejidad técnica limitante. El acceso a información geográfica sobre recursos hídricos 
requiere contar con conocimientos técnicos, sin que se dote de herramientas de facilitación 
a público general29. 

 
25 Más antecedentes disponibles en: https://achda.cl/decaimiento-corte-suprema-confirma-ilegalidad-en-
paralizacion-de-extraccion-de-aridos-por-excesiva-demora-administrativa/ 
26 Más antecedentes pueden revisarse en: https://achda.cl/corte-de-apelaciones-de-santiago-declara-
decaido-procedimiento-sancionatorio-de-la-dga/ 
27 Más detalles pueden verse en: https://actualidadjuridica.doe.cl/corte-suprema-anulo-la-sentencia-de-la-c-
a-de-santiago-que-habia-ordenado-constituir-directamente-los-derechos-de-agua-solicitados/ 
28 A nivel de la DGA, pueden verse: https://dga.mop.gob.cl/servicios-de-informacion/ 
29 Al respecto, pueden verse: 

https://www.geoportal.cl/geoportal/catalog/31824/Catastro%20Publico%20de%20Aguas 
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v) Cuestionable calidad y exactitud de datos. En algunas secciones del sitio web institucional 
de la DGA se advierte de posibles errores, haciendo un llamado a los usuarios a hacerlos 
presente. Esto revela un débil control interno y un sistema poco robusto de manejo de 
información30. 

vi) Inobservancia de estándares internacionales de gestión de información. No se cumplen 
los principios FAIR (Findable, Accessible, Interoperable, Reusable), lo que restringe el uso de 
los datos para investigación y para el propio control ciudadano (Mesa Técnica Investigación 
e Información Pública, 2020). 

b) Limitada transformación digital de la DGA.  Si bien se observa un grado de mejora en este 
ámbito, la transformación digital de los procedimientos que tramita la DGA ha sido un 
proceso lento y que aún no ha permitido agilizar los tiempos de respuesta o resolución por 
parte de este organismo, como se ha comentado previamente en este mismo informe. 

Hay trámites importantes que no están digitalizados, como el perfeccionamiento de títulos 
de derechos de aprovechamiento de aguas o el intercambio de información con los CBR 
(Centro de Regulación y Competencia, Universidad de Chile, 2013). 

A su vez, los trámites en línea requieren contar con clave única, conectividad y un cierto 
grado de alfabetización digital, requisitos que no están comúnmente presentes en 
comunidades rurales y entre pequeños agricultores. Igualmente, algunos sistemas como el 
de monitoreo de extracciones efectivas requiere conocimientos técnicos y genera muchas 
veces la necesidad de contratar asistencia técnica, lo que puede resultar gravoso para 
ciertos usuarios. 

La DGA no se ha integrado aún al Sistema Nacional de Gestión de Datos31, lo que acentúa 
espacios para demoras e ineficiencias administrativas. 

c) Falta de evidencia de manejo de aspectos de ciberseguridad y protección de datos. El sitio 
web institucional de la DGA ofrece variada información, sin que conste la realización de 
auditorías o la implementación de otros mecanismos de control en lo relativo a 
ciberseguridad y datos sensibles de usuarios. Ello puede generar un espacio propicio para 
ataques cibernéticos y afectación a infraestructura crítica hídrica. 

d) Carencia de gobernanza de datos y de indicadores de madurez digital. Pese al anuncio de 
novedades y avances en la Estrategia digital de la DGA32, no se evidencia un marco general 
de gobernanza de datos, con estándares de calidad, manejo de metadatos, etc. Tampoco se 
conocen indicadores que revelen cómo avanza el proceso de transformación digital de la 
DGA, como la proporción de trámites que se pueden realizar y completar en línea, el tiempo 
promedio de la resolución de procedimientos efectuados en línea en comparación a 
aquellos que se desarrollan en papel, etc. 

 4. Brechas presupuestarias y financieras 

 
30 Sobre ello puede verse: https://dga.mop.gob.cl/derechos-de-agua/derechos-registrados/ 
31 https://satisfaccion.gob.cl/informacion-de-interes/noticias/sistema-nacional-de-gestion-de-datos-elevara-
eficiencia-de-la-interoperabilidad 
32 https://dga.mop.gob.cl/estrategia-digital-al-servicio-de-las-aguas/ 
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Tradicionalmente, el presupuesto de la DGA ha sido reducido, representando menos del 1% 
del presupuesto anual nacional y, recién este año 2025, se alcanza al 1,1% del presupuesto 
anual del MOP33. 

La Contraloría General de la República ha efectuado informes sobre gasto público en 
recursos hídricos, constatando que organismos como la Dirección de Obras Hidráulicas y el 
Programa de Agua Potable Rural son los que concentran los montos más elevados34. La DGA 
también figura en esos informes, apareciendo con montos menores en comparación a los 
recién mencionados, lo que es indicativo también de la dispersión institucional y de la falta 
de un liderazgo claro en la materia. 

La insuficiencia de este presupuesto ha sido advertida desde hace años en variados análisis 
e informes, advirtiéndose déficits crónicos que afectan la capacidad institucional de cumplir 
efectivamente todas las potestades y funciones que legalmente le corresponden a la DGA 
(Banco Mundial, 2011, 2014; Eridanus, 2013). Y esta brecha se acentúa luego de la reforma 
efectuada por la Ley N°21.435 de 2022 al CA, en que se potenciaron o aumentaron las 
funciones de la DGA, por ejemplo, en lo relativo a procedimientos de ajuste de derechos de 
aprovechamiento de aguas (regularización, perfeccionamiento) y a los PERHC.  

En este contexto, en el último informe de evaluación del desempeño ambiental de Chile, la 
OCDE plantea que se deben aumentar los recursos para la implementación efectiva de las 
reformas normativas en materia hídrica, con financiamiento sostenido y estructural para 
planificación de recursos hídricos a nivel de cuencas y gestión integrada de recursos hídricos 
(OECD, 2024). 

 

V. RECOMENDACIONES O PROPUESTAS DE MEJORA 

1. Reformas normativas 

a) Corto-mediano plazo 

i) Actualización de reglamentos clave. Cabe considerar que el director general de aguas 
puede proponer al MOP modificaciones legales o reglamentarias para el mejor 
cumplimiento de funciones y objetivos de la DGA (art. 300 f) CA). En particular, deben 
actualizarse los siguientes reglamentos: 

1° Reglamento del CPA, contenido en el DS N°1.220, de 1998 (arts. 122 y 122 bis CA) y 
ajustarlo a los términos del CA vigente y a las modificaciones instauradas, especialmente, 
por la Ley N°21.435, de 2022 (Boettiger, 2024). Algunos de los puntos que debieran incluirse 
en esta actualización: 

-De acuerdo con el art. 122 del CA, la forma en que los CBR y las OUAs deben enviar la 
información a la DGA se define en este Reglamento, por lo que en este texto debieran 
establecerse los elementos básicos del sistema (formulario, plataforma web, por ejemplo) y 

 
33 Más antecedentes disponibles en: https://www.bcn.cl/presupuesto/periodo/2025/partida/12/capitulo/04 
34 Antecedentes disponibles en: https://www.contraloria.cl/web/cgr/informe-sobre-gasto-publico-en-
recursos-hidricos 
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contenido de esta obligación de información, de manera que sean la base para el 
poblamiento efectivo del CPA. Para que exista una real articulación, la propuesta de 
actualización del Reglamento en esta parte debiera elaborarse en conjunto con los CBR, y 
tomando también en consideración la opinión de las OUAs.  

-Se deben incluir protocolos de interoperabilidad electrónica entre la DGA y los CBR. En este 
ámbito podría revisarse la experiencia del modelo español, en que las confederaciones 
hidrográficas cuentan con un completo registro público de aguas, utilizando, entre otros 
mecanismos, el apoyo del programa ALBERCA35. 

-Se deben definir estándares de calidad de datos. Debieran adoptarse los principios FAIR 
(Findable, Accessible, Interoperable, Reusable), que son utilizados, por ejemplo, en los 
registros de agua en Australia (Centro de Derecho y Gestión de Aguas UC, 2017; Mesa 
Técnica Investigación e Información Pública, 2020). 

-Se deben incorporar reglas claras y objetivas para el registro de OUAs, que debiera ser 
automático en el caso de OUAs conformadas judicialmente, de manera de evitar trámites 
dilatorios tras la dictación de sentencias definitivas que declaren conformadas este tipo de 
entidades.  

A su vez, por un tema de certeza normativa, debiera disponerse expresamente que este 
Reglamento del CPA reemplaza a la Resolución sobre registro de OUAs de la DGA (DS N°187,  
de 1983). 

-Este Reglamento también regula el perfeccionamiento de títulos de derechos de 
aprovechamiento de aguas. Por lo tanto, hay acá una oportunidad de mejora relevante, 
incluyendo, entre otros aspectos, la eliminación del perfeccionamiento como requisito 
previo del registro en el CPA, de manera de hacer consistente el Reglamento del CPA con el 
artículo segundo transitorio de la Ley N°21.435, según lo abordado en este informe. 

Desde la óptica del Derecho comparado, pueden tomarse como referencia los casos de 
España y Australia. En España se contempla la obligación periódica de las confederaciones 
hidrográficas de actualizar el Registro de Aguas, sobre la base de un sistema informático 
integrado (Real Decreto 849/1986, Reglamento del Dominio Público Hidráulico). Por su 
parte, la Water Act (2007) exige registros de agua interoperable entre Estados, con una 
consolidación anual (Axelrod, 2014). 

2° Reglamento de normas de exploración y explotación de aguas subterráneas. Ello, con el 
fin de: 

-Hacer operativa la incorporación de aguas subterráneas en las juntas de vigilancia, 
definiendo mecanismos claros de participación de estos derechos para dines de 
determinación de cuotas, votos, aportes económicos, etc. 

-Simplificar la conformación de comunidades de aguas subterráneas, reduciendo requisitos 
en lo relativo a información requerida, y mandatando la conformación administrativa 

 
35 Más antecedentes pueden verse en: https://www.miteco.gob.es/es/agua/temas/concesiones-y-
autorizaciones/uso-privativo-del-agua-registro-del-aguas/alberca.html 
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directa, por parte de la propia DGA, de estas comunidades en áreas de restricción y zonas 
de prohibición. 

La consolidación de información vigente de los CBR podría contribuir a impulsar estas 
iniciativas, dado que se estima que parte de las dificultades que desincentiva su 
conformación está asociada a la falta de información respecto a quiénes son los titulares de 
derechos de aprovechamiento de cada SHAC y que deben conformar la comunidad de aguas 
subterráneas. Este impulso podría provenir desde la propia DGA, la que, como vimos, tiene 
encomendadas expresas potestades en lo relativo a la conformación y apoyo técnico y 
jurídico a las OUAs. 

-Fijar criterios claros para el registro de OUAs en la DGA, de manera de reducir la 
discrecionalidad en este campo y así reducir los plazos normalmente asociados a este 
trámite, en particular en el caso de algunas comunidades de aguas subterráneas. 

Desde una perspectiva comparada, pueden observarse los marcos normativos de California, 
especialmente la California Sustainable Groundwater Management Act (SGMA, 2014), que 
crea automáticamente las Groundwater Sustainability Agencias al declararse una fuente 
sobreexplotada36; y de España, en que se dan estatutos tipo predefinidos para comunidades 
de regantes de aguas subterráneas, lo que ha reducido los plazos de constitución. 

Cabe hacer presente que, al cerrar este informe, la DGA anunció la apertura de una instancia 
de consulta pública sobre la modificación del Reglamento de aguas subterráneas, por lo que 
habrá que analizar esta propuesta de modificación37. 

ii) Texto refundido, coordinado y sistematizado del CA. Se debiera elaborar un Texto 
refundido, coordinado y sistematizado del CA, que consolide el texto original de 1981 con 
todas las reformas posteriores, especialmente los años 2005, 2018, 2022, 2024 y 2025, 
eliminando las contradicciones, incoherencias y redundancias. 

Al efecto, podría observarse el caso del Texto Refundido de la Ley de Aguas de España (Real 
Decreto Legislativo 1/2001), que consolidó la Ley de Aguas de 1985 y varias modificaciones 
de años posteriores. Asimismo, en el caso de Australia, la Water Act de 2007 derogó 
normativa dispersa de los Estados y unificó el marco federal de la cuenca del Murray-Darling. 

Esto se podría materializar ejerciendo la potestad del director general de aguas de proponer 
al MOP modificaciones legales o reglamentarias (art. 300 f) CA). La DGA podría generar la 
propuesta técnica y el MOP tramitar el texto a través de un Decreto con Fuerza de Ley, que 
requiere habilitación parlamentaria. 

iii) Reforma a procedimientos de ajuste de derechos de aprovechamiento de aguas. En 
función del avance de los procesos de regularización de derechos no inscritos (arts. 2 y 5 
transitorios CA), se deberá evaluar el otorgamiento de un nuevo plazo adicional para ciertos 

 
36 Más antecedentes pueden verse en: https://derecho.uc.cl/cn/noticias/32419-que-podemos-aprender-de-
california-para-combatir-la-sequia-en-chile 
37 Disponible en: https://dga.mop.gob.cl/mop-invita-a-participar-en-la-consulta-publica-del-nuevo-
reglamento-de-aguas-subterraneas/ 
https://dga.mop.gob.cl/consulta-publica/ 
 

https://derecho.uc.cl/cn/noticias/32419-que-podemos-aprender-de-california-para-combatir-la-sequia-en-chile
https://derecho.uc.cl/cn/noticias/32419-que-podemos-aprender-de-california-para-combatir-la-sequia-en-chile
https://dga.mop.gob.cl/mop-invita-a-participar-en-la-consulta-publica-del-nuevo-reglamento-de-aguas-subterraneas/
https://dga.mop.gob.cl/mop-invita-a-participar-en-la-consulta-publica-del-nuevo-reglamento-de-aguas-subterraneas/
https://dga.mop.gob.cl/consulta-publica/
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usuarios (por ejemplo, titulares personas naturales que tengan la calidad de pequeños 
agricultores, indígenas y comunidades indígenas). Esto, para evitar la aplicación masiva de 
la caducidad por no inscripción de derechos de aprovechamiento a usuarios que 
probablemente tienen brechas de información sobre estas exigencias legales. 

Igualmente, podrían incluirse algunas facilidades probatorias respecto al requisito del uso 
efectivo del agua respecto a aquellos titulares que acrediten estar registrados en una OUA 
legalmente constituida. Un proceso comparado similar puede observarse en el caso 
australiano, denominado “Retrospective Reconciliation”, incluido en el Plan 2012 de la 
cuenca del Murray-Darling. 

Igualmente, debieran impulsarse y financiarse desde el sector público (DGA, CNR, INDAP) 
programas de regularización y perfeccionamiento colectivos por parte de OUAs, de manera 
de potenciar el ajuste articulado de los derechos de aprovechamiento de aguas de sus 
miembros.  

b) Largo plazo 

Reforma integral al Título III del Libro Segundo (OUAs) del CA. En esta tarea se debieran 
regular de manera diferenciada la gestión colectiva de aguas superficiales y subterráneas en 
lo que corresponda; fortalecer potestades de las OUAs; modernizar el gobierno corporativo 
de las OUAs (profesionalización, transparencia, etc.). 

2. Operación y gestión 

Convenios interadministrativos para articulación institucional para formalización de 
derechos de aprovechamiento. Para cumplir de manera articulada y con estrategias claras y 
conjuntas con el mandato de difusión de las normas de inscripción y registro de derechos 
de aprovechamiento en el CBR y en el CPA que se entrega a la DGA, INDAP, CONADI y OUAs 
(art. segundo transitorio Ley N°21.435), debieran celebrarse y hacerse efectivos convenios 
de colaboración entre estas entidades, con acciones claras de seguimiento y evaluación de 
resultados. 

3. Medidas institucionales 

a) Corto plazo 

Fortalecimiento DGA. Llevar a cabo las recomendaciones contenidas en Banco Mundial 
(2014), que no se traducen en cambios institucionales profundos, sino que en mejorar la 
dotación de personal técnico, en lo que sea pertinente. 

b) Mediano plazo 

Instaurar un plan de financiamiento a mediano plazo, con priorización de inversiones. Por 
ejemplo, en hidrología/hidrometeorología, CPA, modelo hidrogeológico nacional de aguas 
subterráneas, Sistema Nacional de Información de Aguas, red de monitoreo de calidad, 
etc.). 

b) Largo plazo 

Reforma institucional profunda. Para lo cual debieran evaluarse las opciones planteadas en 
diversos estudios institucionales (Banco Mundial, 2011, 2013, 2014), que contempla 
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preferentemente la idea de una Agencia Nacional del Agua (como podría ser el caso de la 
Agencia Nacional de Aguas y Saneamiento Básico de Brasil, o la Murray-Darling Basin 
Authority). Como un paso intermedio, podría contemplarse la idea de una Subsecretaría de 
Recursos Hídricos en el MOP, contenida en el Boletín N°14.446-09. 

 4. Transformación digital y tecnológica 

a) Corto plazo 

Interoperabilidad DGA-CBR. Ello podría enmarcarse en un convenio interinstitucional entre 
el MOP y la Corte Suprema, dado que los CBR son auxiliares de la Administración de Justicia. 
En tal convenio debiera incluirse un protocolo de transmisión electrónica semanal de 
inscripciones de agua (de acuerdo a lo que se incluya en la reforma del Reglamento del CPA), 
regular el acceso de la DGA al sistema informático del Registro de Propiedad de Aguas de 
los CBR, capacitación a funcionarios de los CBR en normativa hídrica y a funcionarios de la 
DGA en lo relativo a normativa registral. 

Al efecto, debiera desarrollarse una plataforma o software común para la DGA-CBR, que 
considere herramientas de transmisión automática de metadatos de inscripciones (por 
ejemplo, tipo derecho, caudal, características derecho, fuente, rol/fojas inscripción, etc.). 
Sobre ello, puede revisarse la experiencia de modernización del Registro de Aguas de 
España38. 

b) Mediano plazo 

i) Sistema Nacional de Información de Recursos Hídricos. Este debiera contener una 
infraestructura cloud híbrida, plataforma de interoperabilidad, geoportal ciudadano. Como 
experiencias comparadas pueden revisarse las del Bureau of Meteorology Water Data Porta, 
de Australia, el Sistema Nacional de Información de Recursos Hídricos de España, del CEDEX, 
el SAIH de la Confederación Hidrográfica del Ebro39. 

ii) Subsidios y automatización de sistemas de monitoreo de extracciones efectivas. Podría 
evaluarse la incorporación de subsidios para la instalación de dispositivos de pequeños 
usuarios, así como de una plataforma analítica en la DGA que alerte automáticamente de 
extracciones que excedan volúmenes autorizados (y en base a ello, por ejemplo, definir 
programas de fiscalización de la DGA), con un visualizador de consumos en tiempo real y 
caudales disponibles en cada cuenca, y con proyecciones de escasez estacional. 

Algunos casos exitosos que podrían observarse, en términos de instalación de medidores 
remotos con transmisión en tiempo real en pozos agrícolas es el impulsado por la Autoridad 
de Aguas de Israel. Asimismo, en California, la Sustainable Groundwater Management Act 
contempla la obligación de medición y reporte de captaciones, con subsidios para la 
instalación de medidores. 

 5. Instrumentos económicos y financiamiento sostenible 

 
38 https://www.miteco.gob.es/es/agua/temas/concesiones-y-autorizaciones/uso-privativo-del-agua-
registro-del-aguas/registros-aguas-desde-1986/modernizacion_registro_aguas.html 
39 https://www.saihebro.com/homepage/estado-cuenca-ebro 
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Mediano-largo plazo 

i) Canon por uso de agua. Se sugiere evaluar y preparar una propuesta de canon por uso de 
recursos hídricos, siguiendo las recomendaciones de la OECD (2024). Los fondos recaudados 
podrían utilizarse para financiar a la propia autoridad de aguas, y a instancias de gestión 
hídrica a nivel de cuencas (por ahora, las MERH). 

Sobre este punto pueden revisarse casos comparados de cánones existentes en Francia 
(canon de uso de agua, canon de contaminación); Cataluña, España (canon de 
saneamiento); cuenca del Murray-Darling, Australia (water charge). 

ii) Fondos macrozonales de recursos hídricos. Crear fondos macrozonales, derivados de 
gobiernos regionales involucrados en cada macrozona, para financiar proyectos de cuenca 
priorizados en los PERHC que se vayan aprobando. 

 6. Gobernanza, participación y transparencia 

Corto-mediano plazo 

i) Programa nacional de modernización de OUAs. Incluir formación técnica de dirigentes 
(con diplomados y cursos), profesionalización de personal técnico, desarrollo de sistemas 
de información. 

Como referencia comparada puede considerarse el programa de formación de comunidades 
de regantes de España, en que el Ministerio de Agricultura ha financiando un alto porcentaje 
de su ejecución. Asimismo, en California hay ejemplos de cursos gratuitos ofrecidos a 
gestores de agua por el California Department of Water Resources. 

ii) Reconfiguración de obligaciones legales de la DGA en transparencia. Incorporar deber de 
publicación proactiva de datos desagregados de expedientes DGA (siguiendo el modelo del 
Poder Judicial), publicación íntegra de todas las resoluciones DGA en el sitio web 
institucional (anonimizando datos sensibles), registro público de infracciones y sanciones 
aplicadas (siguiendo modelo de la SMA), entre otros. 
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